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			 Presentación

			



		

		
			En 2013, el Centro de Investigación y Docencia Económicas (cide) estableció el “Programa de Estudio de la Constitución de 1917 en su Primer Centenario” con el fin de contribuir con investigación original al estudio de la tradición constitucional mexicana, su relación con el texto constitucional de 1917, el constitucionalismo en los estados y la tradición constitucional en América Latina. En colaboración con el Archivo General de la Nación (agn) y la Secretaría de Relaciones Exteriores (sre), entre 2013 y 2015, se llevaron a cabo una serie de coloquios y seminarios en los que participaron sesenta y cuatro investigadores provenientes de México, América Latina, Estados Unidos y Europa. 

			Ahora, para conmemorar el centenario de la Constitución, el cide, el agn y la sre presentan el resultado de este trabajo colectivo: una colección de tres libros que buscan contribuir al debate sobre las circunstancias que dieron lugar al Congreso Constituyente de 1916-1917, sobre cómo se escribió nuestra Constitución, sobre las continuidades y rupturas con el pasado, sobre cómo se ha aplicado durante estos cien años y a qué han respondido sus procesos de reforma, sobre el contexto internacional y sobre su relación con la tradición constitucional en América Latina, para así contribuir con seriedad a la reflexión de qué es lo que podemos y no podemos hacer con el texto constitucional hoy. 

			Los libros: Un siglo de constitucionalismo en América Latina (1917-2017), La tradición constitucional en México (1808-1940) y El consti­tu­cionalismo regional y          la Constitución de 1917, están coordinados por Catherine Andrews de la División de Historia del cide y editados por el Centro de Investigación y Docencia Económicas, la Secretaría de Relaciones Exteriores y el Archivo General de la Nación.
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			Dr. Sergio López Ayllón

			Dra. Mercedes de Vega

			 

		

	
		
			Introducción 

			el constitucionalismo regional
 y La Constitución de 1917 

			Catherine Andrews*

		

		
			La Constitución Federal de 1917 cumple cien años. Es, por mucho, la Constitución que más tiempo ha regido en la república mexicana, de modo que su centenario traerá ceremonias de conmemoración con diversas reflexiones sobre la importancia de este código para México y su gobierno. Este libro quiere aportar al análisis de la Constitución desde la disciplina de la historia y conmemorar el centenario de vigencia del código federal mediante el examen del contexto político de su promulgación.

			Los historiadores sabemos que para comprender mejor la historia siempre es importante contar con múltiples análisis, escritos desde puntos de vista distintos. Se trata de establecer un contexto histórico que nos permita entender el pasado en sus propios términos. Es decir, ¿cómo podemos relacionar un acontecimiento, una idea, una persona con los diferentes aspectos económicos, sociales, culturales y políticos que constituían el telón de fondo de su existencia? Desde luego, uno de los elementos más importantes del contexto de la promulgación de la Constitución de 1917 es la historia política y constitucional nacional. No obstante, otro elemento contextual de igual importancia se compone de las diversas historias regionales, y las relaciones del desarrollo político y constitucional estatal con esta historia nacional. La política nacional no ocurre en un vacío, enteramente separada de la política particular de los estados y sus preocupaciones, sino que existe en relación estrecha y de codependencia con ésta.1 

			De acuerdo con estas consideraciones, el proyecto que impulsó este libro tenía como objetivo hacer la historia de la Constitución de 1917 en el contexto de la historia política regional. La obra forma parte de una colección de investigación que analiza la historia de la Constitución de 1917 en tres niveles: en América Latina, en la historia nacional y en la historia de los estados. Este tomo se dedica al análisis del tercer tema y los capítulos que se presentan a continuación se desprenden de una serie de coloquios en torno a la relación entre la Constitución de 1917 y el constitucionalismo regional, que organicé en el marco del programa de estudio “La Constitución de 1917 en su primer centenario”, entre 2013 y 2015, en las ciudades de Aguascalientes, Mérida, México, Pachuca y Saltillo. Participaron en las reuniones varios investigadores con intereses en la historia política de los estados a principios del siglo xx y los ensayos que presentamos a continuación se nutrieron de la rica discusión que se sostuvo entre los académicos y el público durante los coloquios. 

			Las preguntas de investigación que guían los textos buscan aunar la importancia del desarrollo de la historia constitucional estatal con la nacional. El primer tema intenta situar la Constitución de 1917 dentro del contexto local, a saber, ¿cuáles fueron las continuidades y rupturas entre las constituciones estatales porfirianas y las nuevas que se promulgaron después de 1917?, ¿qué relación existía entre la historia política constitucional estatal y el proyecto constitucional de 1916?, ¿qué papel desempeñaron los diputados de diferentes estados en el Constituyente de Querétaro?

			El segundo tema que se trata en este libro es la participación de los políticos locales en el proceso constituyente local y nacional. Algunas de las preguntas que los investigadores se hicieron fueron: ¿qué importancia tenía la Constitución de 1917 para los diputados constituyentes estatales al momento de elaborar sus constituciones posrevolucionarias? y ¿cuál era la repercusión de la promulgación de este código para la vida política y jurídica estatal?

			En ambos temas, esta investigación contribuye a la historiografía que analiza el efecto de la Revolución en general para la política regional y presenta los estados como “laboratorios de la Revolución”.2 En esta bibliografía las cuestiones tratadas son principalmente la recepción del constitucionalismo social y las leyes agrarias,3 así como los conflictos que se desarrollaron en torno a la tutela que la Constitución imponía sobre el ejercicio de los cultos y la laicidad obligatoria de la educación básica.4 En cambio, el enfoque de este libro es analizar el debate político que promovía —y se oponía— el reformismo constitucional, con el fin de entender la relación entre el contexto político local antes y después de la Constitución de 1917. 

			En este sentido, los antecedentes historiográficos de este libro se encuentran en los trabajos sobre los gobiernos carrancistas preconstitucionales en Michoa­cán,5 Oaxaca,6 Chiapas,7 Tabasco8 y Yucatán,9 que indagan cómo los revolucionarios constitucionalistas experimentaron con las reformas sociales y agrarias en los estados entre 1914 y 1917. Se puede hacer referencia, por ejemplo, al trabajo ya clásico de Francisco Paoli Bolio, Yucatán y los orígenes del nuevo Estado mexicano, que puso de relieve la importancia del exitoso programa reformista de gobierno Salvador Alvarado (1914-1918), enviado de Venustiano Carranza en Yucatán, para el posterior desarrollo nacional de la política de los constitucionalistas y sus proyectos de Estado.10 Por su parte, el trabajo de Paul Garner acerca de Oaxaca durante este periodo subraya las dificultades que encontraron los gobernadores Jesús Agustín Castro y Juan Jiménez Méndez para aplicar las mismas reformas durante un periodo de depresión económica y en con una población en general muy hostil. Tales experiencias llevaron a los gobernadores a adoptar el autoritarismo y la represión para llevar a cabo sus proyectos.11

			De manera similar, se podrían ver los vínculos entre los trabajos de este libro y las investigaciones acerca de las experiencias regionales de gobierno antes y durante la Revolución. Hay que mencionar al trabajo de Luis Barrón, por ejemplo, sobre la carrera política de Venustiano Carranza en Coahuila antes del Plan de Guadalupe. Barrón demuestra la importancia de las experiencias de Carranza como gobernador para el desarrollo de su posterior pensamiento político. Asimismo, a través del análisis de los proyectos de Carranza para reformar la constitución de Coahuila en 1912, Barrón señala las similitudes entre estas propuestas y las que presentó en noviembre de 1916 para reformar la Constitución, particularmente las relacionadas con la división de poderes.12 Sus argumentos evidencian que el debate constitucional de Coahuila se parecía y reflejaba las discusiones que se entablaron en torno a la distribución de facultades y los límites de la independencia de los poderes en la Constitución de 1857 durante la última fase del Porfiriato.13

			Finalmente, esta obra está en deuda con las historias políticas locales del Porfiriato cuyas investigaciones ofrecen detalles importantes del contexto en el que se debe analizar la repercusión del constitucionalismo de 1917, tanto a escala nacional como en los estados. El estudio de Clemente Villagómez acerca del gobernador porfirista del Estado de México, por ejemplo, subraya la preocupación de José Vicente Villada para legislar sobre temas agrarios y sociales.14 La reciente obra de William Suárez-Potts, por otra parte, ilustra cómo las disputas laborales en los estados durante los últimos años del Porfiriato convencieron a muchos políticos estatales de que era necesario implementar la dirección y supervisión gubernamental en el proceso de mediación entre obreros y patrones.15 En ese mismo sentido, el trabajo de Óscar Flores muestra cómo los acontecimientos revolucionarios motivaron inéditas confrontaciones entre los empresarios y los obreros en Monterrey que requirieron la intervención del gobierno.16

			El libro se divide geográfica y temáticamente. En términos geográficos, se presentan los trabajos que analizan la historia del constitucionalismo revolucionario en los estados agrupados en tres grandes apartados. El primero, “El constitucionalismo en el sur y sureste”, contiene trabajos que tratan sobre los estados de Yucatán, Campeche, Chiapas y Oaxaca. Aquí uno de los temas más importantes y que vincula las contribuciones es precisamente la importancia de la llegada de las fuerzas constitucionalistas a partir de 1914 y los experimentos políticos que se realizaron en materia de reformas sociales y agrarias. Ángel Omar May González examina el gobierno preconstitucional de Joaquín Mucel Acereto en Campeche (1914-1917), mientras que Paul Garner, Francisco José Ruiz Cervantes y Carlos Sánchez Silva estudian los retos que enfrentaron los gobiernos carrancistas en Oaxaca para implementar las reformas sociales y la misma Constitución de 1917 hasta 1920. 

			Otro tema compartido en este apartado es la importancia de la experiencia porfiriana como antecedente del constitucionalismo estatal a partir de 1917. En este sentido, los trabajos de Franco Savarino y Dulce María Sauri Riancho sobre Yucatán, así como los capítulos de Miguel Lisbona Guillén y Antonio Padilla Arroyo sobre Chiapas, muestran cómo la implementación del constitucionalismo de 1917 no puede entenderse simplemente como un proyecto exterior impuesto a la fuerza, sino que —como señala Savarino en las conclusiones de su capítulo—, debe entenderse como “el resultado de una larga trayectoria a la vez local y nacional” en la que se enfrentaron y conciliaron los diversos intereses locales con los nacionales. 

			El segundo apartado, “El constitucionalismo en el centro”, reúne trabajos que estudian la historia de la Constitución de 1917 en Aguascalientes, Colima, el Estado de México, Jalisco, Michoacán, Morelos y Veracruz. Un tema importante de esta sección es el examen de las transformaciones político-institucionales en los estados a partir de 1917. Por ejemplo, el texto de María del Carmen Salinas Sandoval traza la historia constitucional del Estado de México a través de las constituciones de 1861, 1870 y 1917. En su capítulo, Francisco Javier Delgado Aguilar examina el resultado del constitucionalismo de 1917 en la relación entre los ayuntamientos de Aguascalientes y el gobierno estatal. 

			Otro tema sobresaliente es la transcendencia de la resistencia política y popular ante las reformas políticas revolucionarias. En cuanto a Morelos, Edgar D. Rojano García se pregunta por qué la entidad tardó hasta 1930 en promulgar su nueva Constitución. Vincula la ausencia de gobierno estatal constitucional en Morelos con la lucha zapatista y las repetidas confrontaciones con el gobierno de Carranza, pero subraya que la eventual promulgación de la Constitución morelense se debió al éxito del gobierno federal en imponer el reparto agrario en Morelos en términos de la Constitución de 1917. Laura Alarcón Menchaca aborda la resistencia católica al constitucionalismo revolucionario; Enrique Guerra Manzo examina los conflictos sociales y agrarios suscitados durante la administración de Francisco J. Múgica en Michoacán y Filiberta Gómez Cruz estudia las transformaciones económicas y sociales que trajo el régimen de 1917 a Veracruz. Por su parte, Pablo Serrano Álvarez analiza la implementación de las reformas sociales y agrarias en Colima, un proceso que, según su interpretación, llevó a una “región no revolucionada, ni revolucionaria”, a “la inestabilidad, el conflicto y el enfrentamiento”.

			El tercer apartado lleva por título “El constitucionalismo en el norte”. En esta sección hay trabajos sobre Sinaloa, Nuevo León y Tamaulipas. Azalia López González analiza la importancia del constitucionalismo de 1917 para impulsar la creación de partidos políticos en Sinaloa. Los capítulos sobre el noreste abordan cuestiones laborales y agrarias. El capítulo de Óscar Flores Torres acerca de las disputas laborales en Monterrey después de 1917 analiza el efecto de la Constitución en las expectativas de los obreros y en sus negociaciones sobre salarios y condiciones laborales, así como los límites de la misma en cumplir con éstas. Por su parte, el capítulo de César Morado y Javier Rojas en torno al desarrollo de la legislación laboral en Monterrey entre 1892 y 1924 da cuenta de las continuidades ideológicas que respaldaron el reformismo social del Porfiriato y el periodo posrevolucionario inmediato; como señalan los autores, mucha de la legislación laboral a partir de 1917 fue resultado de conflictos en torno a “la instrumentación de las nuevas garantías laborales”. En su capítulo sobre Tamaulipas, José Carlos Mora García argumenta que la política porfiriana de modernización: la introducción del ferrocarril, el impulso a la industria del petróleo y las leyes de tierras baldías nacionales y de servidumbre local, habían creado una situación explosiva para 1910; según Mora, la combinación de pleitos agrarios, laborales y comerciales en Tamaulipas tuvo una fuerte repercusión en la política de Carranza, pues tenía que lidiar con estas demandas en sus negociaciones con los líderes revolucionarios tamaulipecos. 

			El apartado final se titula “Los constituyentes”. Aquí se reúnen trabajos sobre la participación de los políticos regionales en el Constituyente de 1917, y los variados contextos políticos en que se movían. En esta sección hay contribuciones de Pablo Serrano Álvarez sobre los constituyentes hidalguenses, de Francisco Javier Meyer Cosío sobre los diputados queretanos, de José Enciso Contreras sobre los representantes zacatecanos, y de Ignacio Almada Bay y Miguel Ángel Grijalva sobre los congresistas sonorenses. Por su parte, el capítulo de María Isabel Monroy Castillo aborda la actuación de los constituyentes potosinos en Querétaro, así como en el Constituyente local. De particular interés para Monroy Castillo es la relación entre los políticos locales y el gobernador carrancista de San Luis Potosí, Juan Barragán Rodríguez. Por último, en este apartado también se cuenta con el análisis de Marta Eugenia García Ugarte acerca de la situación política en Querétaro durante las sesiones del Constituyente. 

			En los trabajos que componen este libro se estudia la historia constitucional de 19 estados de la república. Los estados que no están incluidos en la investigación son Chihuahua, Coahuila, Durango, Guanajuato, Guerrero, Nayarit, Puebla, Tabasco y Tlaxcala.17 Su ausencia es lamentable, para decir lo menos: no obstante, significa una invitación a seguir investigando el tema. Se espera que los trabajos que presentamos a continuación sirvan como un primer acercamiento a las circunstancias históricas regionales en las que se inserta la historia de la Constitución de 1917. Como se verá a lo largo de esta obra, los contextos particulares de cada estado, así como la historia de sus prácticas políticas y constitucionales, ofrecen perspectivas distintas y enriquecedoras que permiten profundizar nuestro conocimiento de la historia de su gestión y aplicación.

			 

			Bibliografía

			 

			Ankerson, Dudley, El caudillo agrarista: Saturnino Cedillo y la Revolución Mexicana en San Luis Potosí, México, inehrm/Gobierno del Estado de San Luis Potosí/Secretaría de Gobernación, 1994.

			Barrón, Luis F., “La propuesta constitucional de Venustiano Carranza: La libertad del hombre y la Constitución de 1913”, en Las constituciones de Coahuila, Saltillo, Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza-LIX Legislatura, 2013, pp. 107-136.

			______, Carranza: El último reformista porfiriano, México, Tusquets, 2009.

			Benjamin, Thomas L., El camino a Leviatán: Chiapas y el Estado mexicano, 1891-1947, México, Conaculta, 1990.

			Benjamin, Thomas L. y Mark Wasserman (eds.), Provinces of the Revolution: Essays on Regional Mexican History, 1910-1929, Albuquerque, University of New Mexico Press, 1990.

			Falcón, Romana, El agrarismo en Veracruz: La etapa radical, 1928-1935, México, El Colegio de México, 1977.

			Flores, Óscar, Burguesía, militares y movimiento obrero en Monterrey, 1909-1923: Revolución y comuna empresarial, Monterrey, Universidad Autónoma de Nuevo León, 1991.

			Fowler Salamini, Heather, Agrarian Radicalism in Veracruz, 1920-1938, Lincoln, University of Nebraska Press, 1978.

			Garner, Paul, La revolución en provincia: Soberanía estatal y caudillismo en las montañas de Oaxaca (1910-1920), México, fce, 1988.

			Guerra Manzo, Enrique, Del fuego sagrado a la acción cívica: Los católicos frente al Estado en Michoacán, 1920-1940, México, El Colegio de Michoacán/Itaca/uam-x, 2015.

			______, Caciquismo y orden público en Michoacán, 1920-1940, México, El Colegio de México, 2002.

			Joseph, Gilbert M. y Daniel Nugent, Everyday Forms of State Formation: Revolution and The Negotiation of Rule in Modern Mexico, Durham, Duke University Press, 1994.

			Knight, Alan, La revolución cósmica: Utopías, regiones y resultados. México, 1910-1940, México, fce/Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Monterrey, 2013.

			Lewis, Stephen E., The Ambivalent Revolution. Forging State and Nation in Chiapas, Mexico, 1910-1945, Alburquerque, University of New Mexico Press, 2005.

			Martínez Assad, Carlos, El laboratorio de la Revolución: El Tabasco garridista, México, Siglo xxi, 1979.

			Mijangos Díaz, Eduardo Nomelí, La revolución y el poder político en Michoacán, 1910-1920, Morelia, umsnh, 1997.

			Paoli Bolio, Francisco, Yucatán y los orígenes del nuevo Estado mexicano, México, Era, 1984.

			Oikión Solano, Verónica, El constitucionalismo en Michoacán: El periodo de los gobiernos militares (1914-1917), México, Conaculta, 1992.

			Sánchez Silva, Carlos, Crisis política y contrarrevolución en Oaxaca (1912-1915), México, inehrm, 1991.

			Savarino, Franco, Pueblos y nacionalismos, del régimen oligárquico a la sociedad de masa en Yucatán, 1894-1925, México, inehrm, 1997.

			Suárez-Potts, William J., The Making of Law: The Supreme Court and Labor Legislation in Mexico, 1875-1931, Stanford, Stanford University Press, 2012.

			Tamayo, Jaime, Jalisco desde la Revolución: La conformación del Estado moderno y los conflictos políticos, 1917-1929, Guadalajara, Gobierno del Estado de Jalisco/Universidad de Guadalajara, 1988.

			Villagómez Arriaga, Clemente, “José Vicente Villada, gobernador porfirista del Estado de México (1889-1904): Política y descontento en el campo”, tesis de maestría, Facultad de Filosofía y Letras-unam, 2003.

			Zepeda Lecuona, Guillermo Raúl, Constitucionalistas, Iglesia católica y derecho del trabajo en Jalisco (1913-1919), México, Secretaría de Gobernación/inehrm, 1997.

			 

			

							
					*	División de Historia, Centro de Investigación y Docencia Económicas.

					

					1	Para una defensa reciente de la historia regional del periodo revolucionario, véase Alan Knight, “Nación, región y patria chica en la Revolución”, en Alan Knight, La revolución cósmica: Utopías, regiones y resultados. México, 1910-1940, México, fce/Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Monterrey, 2013, pp. 57-106.

				
				
					2	La cita proviene del título de libro de Carlos Martínez Assad, El laboratorio de la Revolución: El Tabasco garridista, México, Siglo xxi, 1979; véanse también: Verónica Oikión Solano, El constitucionalismo en Michoacán: El periodo de los gobiernos militares (1914-1917), México, Conaculta, 1992; Eduardo Nomelí Mijangos Díaz, La revolución y el poder político en Michoacán, 1910-1920, Morelia, umsnh, 1997; Enrique Guerra Manzo, Caciquismo y orden público en Michoacán, 1920-1940, México, El Colegio de México, 2002; Francisco Paoli Bolio, Yucatán y los orígenes del nuevo Estado mexicano, México, Era, 1984; Franco Savarino, Pueblos y nacionalismos, del régimen oligárquico a la sociedad de masa en Yucatán, 1894-1925, México, inehrm, 1997; Paul Garner, La revolución en provincia: Soberanía estatal y caudillismo en las montañas de Oaxaca (1910-1920), México, fce, 1988; Carlos Sánchez Silva, Crisis política y contrarrevolución en Oaxaca (1912-1915), México, inehrm, 1991; Jaime Tamayo, Jalisco desde la Revolución: La conformación del Estado moderno y los conflictos políticos, 1917-1929, Guadalajara, Gobierno del Estado de Jalisco/Universidad de Guadalajara, 1988; Stephen E. Lewis, The Ambivalent Revolution: Forging State and Nation in Chiapas, Mexico, 1910-1945, Alburquerque, University of New Mexico Press, 2005; Thomas L. Benjamin, El camino a Leviatán: Chiapas y el Estado mexicano, 1891-1947, México, Conaculta, 1990; Gilbert M. Joseph y Daniel Nugent, Everyday Forms of State Formation: Revolution and The Negotiation of Rule in Modern Mexico, Durham, Duke University Press, 1994.

				
				
					3	Véanse, por ejemplo, los capítulos recopilados en Thomas Benjamin y Mark Wasserman (eds.), Provinces of the Revolution: Essays on Regional Mexican History, 1910-1929, Albuquerque, University of New Mexico Press, 1990; Heather Fowler Salamini, Agrarian Radicalism in Veracruz, 1920-1938, Lincoln, University of Nebraska Press, 1978; Romana Falcón, El agrarismo en Veracruz: La etapa radical, 1928-1935, México, El Colegio de México, 1977, y Dudley Ankerson, El caudillo agrarista: Saturnino Cedillo y la Revolución Mexicana en San Luis Potosí, México, inehrm/Gobierno del Estado de San Luis Potosí/Secretaría de Gobernación, 1994.

				
				
					4  	Véanse por ejemplo Guillermo Raúl Zepeda Lecuona, Constitucionalistas, Iglesia católica y derecho del trabajo en Jalisco (1913-1919), México, Secretaría de Gobernación/inehrm, 1997, y Enrique Guerra Manzo, Del fuego sagrado a la acción cívica: Los católicos frente al Estado en Michoacán, 1920-1940, México, El Colegio de Michoacán/Itaca/uam-x, 2015.

				
				
					5  	Verónica Oikión Solano, op. cit.; Eduardo Nomelí Mijangos Díaz, op. cit., y Enrique Guerra Manzo, Del fuego sagrado…, op. cit.

				
				
					6  	Paul Garner, op. cit., y Carlos Sánchez Silva, op. cit.

				
				
					7  	Stephen E. Lewis, op. cit., y Thomas L. Benjamin, op. cit.

				
				
					8  	Carlos Martínez Assad, op. cit.

				
				
					9  	Francisco Paoli Bolio, op. cit., y Franco Savarino, op. cit.

				
				
					10	Francisco Paoli Bolio, op. cit.

				
				
					11	Paul Garner, op. cit.

				
				
					12	Luis F. Barrón, “La propuesta constitucional de Venustiano Carranza: La libertad del hombre y la Constitución de 1913”, en Las constituciones de Coahuila, Saltillo, Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza-LIX Legislatura, 2013, pp. 107-136.

				
				
					13	Luis F. Barrón, Carranza: El último reformista porfiriano, México, Tusquets, 2009, p. 131.

				
				
					14	Clemente Villagómez Arriaga, “José Vicente Villada, gobernador porfirista del Estado de México (1889-1904): Política y descontento en el campo”, tesis de maestría, Facultad de Filosofía y Letras-unam, 2003.

				
				
					15	William J. Suarez-Potts, The Making of Law: The Supreme Court and Labor Legislation in Mexico, 1875-1931, Stanford, Stanford University Press, 2012, pp. 90-91.

				
				
					16	Óscar Flores, Burguesía, militares y movimiento obrero en Monterrey, 1909-1923: Revolución y comuna empresarial, Monterrey, Universidad Autónoma de Nuevo León, 1991.

				
				
					17	Hay que precisar que Enrique Guerra Manzo aborda la trayectoria de Francisco J. Múgica en Tabasco, aunque el enfoque principal de su texto es la carrera política de Múgica en Michoacán. Asimismo, hay que señalar que los estados actuales de Baja California Norte, Baja California Sur y Quintana Roo no se incluyen en este estudio porque en 1917 no tenían estatus de estados. Por la misma razón, no hay estudio tampoco sobre la Ciudad de México.


			

		

	
		
			
Primera parte  

			EL CONSTITUCIONALISMO EN EL SUR Y SURESTE

		

	
		
			I. La trayectoria constitucional
de Yucatán del Porfiriato
a la Revolución, 1905-1918

			Franco Savarino*

		

		
			La trayectoria constitucional de Yucatán después de la Revolución es peculiar y significativa, no sólo para el estado, sino por su contribución a la Carta Magna de 1917. Este tema se ha mencionado con frecuencia en diversas publicaciones, pero realmente se ha estudiado poco. La investigación más sistemática es la que realizó Francisco José Paoli Bolio en su obra de 1984 Yucatán y los orígenes del nuevo Estado mexicano,1 continuada y ampliada en otra publicación posterior.2 La estrategia interpretativa de Paoli Bolio fue destacar la contribución yucateca al constitucionalismo nacional mediante la experiencia legislativa y reformista de Salvador Alvarado entre 1915 y 1918, y en el aporte yucateco a los debates de la Asamblea Constituyente, lo cual es, a grandes rasgos, correcto. Otros autores, como Diego Valadés, también han investigado la legislación y la actuación preconstitucional, sin dedicar más que una mención a la Constitución de 1918.3 Además, la atención de los historiadores ha sido capturada más por las reformas laboral, social y agraria que otras también importantes, como la municipal. 

			En suma, es cierto e indudable que la experiencia reformista y revolucionaria yucateca fue un ejemplo y una inspiración para el desarrollo nacional en múltiples aspectos, sobre todo en temas laborales y alrededor de los derechos de los grupos y categorías sociales desfavorecidos, como la mujer. Sin embargo, si examinamos la trayectoria constitucional yucateca de 1870 a 1918 emerge un cuadro más complejo, en el que también se puede detectar un desarrollo regional propio, marcado por cuestiones como la relación entre el estado y la federación, el carácter social del Estado, las atribuciones de los poderes intermedios y la configuración del gobierno municipal. Las etapas fundamentales de esta trayectoria están marcadas por la consolidación de un estado liberal elitista a finales del siglo xix, la separación del territorio de Quintana Roo en 1902, un fuerte impulso modernizador desde arriba entre 1902 y 1910, el derrumbe porfirista en 1911, las agitaciones populares entre 1909 y 1914, el fraude electoral y el continuismo maderista en 1911-1913, la dictadura de 1913-1914, la intentona separatista de 1914, los gobiernos militares revolucionarios de 1914 a 1918 y la movilización sindical y socialista de 1916 a 1923. Estos hechos se ven reflejados en las reformas constitucionales de 1870 y 1905, y en la implementación local de la nueva Constitución nacional de 1917 al expedirse la Carta Magna yucateca de 1918. 

			En efecto, la Constitución de 1918 —aún vigente hoy con sus adendas y modificaciones posteriores— no es sólo el reflejo y la aplicación de la Carta Magna federal de 1917. Va más allá de ésta en diversos aspectos administrativos, sociales y culturales, y tiene un significado a la vez local y nacional, al ser expresión de un proyecto revolucionario regional (en el marco de la propuesta revolucionaria constitucionalista), así como un manifiesto político de alcance más amplio, de acuerdo con el carácter, las ideas y las ambiciones de su promotor, el general Salvador Alvarado. Representa, en general, un paso ulterior en un proceso de modernización regional con la construcción de un estado fuerte, que continúa más que niega el espíritu de la transformación precedente.

			Aquí retomaré como punto de partida mi estudio sobre Yucatán publicado en 1997, que incluía los aspectos constitucionales de la transición Porfiriato-Revolución.4 Así, examinaré algunos aspectos de la Carta Magna de 1918 como cul­minación y reflejo de un proceso de cambio que venía gestándose desde el Por­firiato, y que sufre una aceleración dramática y un cambio de dirección a par­tir de 1915, debido a la acción revolucionaria impulsada durante el gobierno pre­constitucional de Salvador Alvarado. Este proceso de transformación apunta bá­sicamente al fortalecimiento del Estado moderno como agente principal de la mo­dernización, y en este sentido no conoce interrupción en la transición polí­tica. Alrededor de este eje, ahondaré en temas como la naturaleza del Estado, la re­la­ción de la entidad con los poderes federales y con la Iglesia católica, y el gobierno municipal.

			 

			Contexto histórico

			 

			El estado de Yucatán ocupó toda la península del mismo nombre hasta que fue separado el estado de Campeche en 1861 y el territorio de Quintana Roo en 1902. Dentro de estos límites, fue regido por una Constitución republicana derivada de la federal de 1857. Expedida en 1862, la Carta Magna yucateca fue reformada en dos momentos: 1870 y 1905.

			Esta Constitución establece una relación más de tipo confederal que federal entre el estado de Yucatán y el Estado mexicano, al garantizar una amplia autonomía regional con respecto al centro, reteniendo la soberanía fundamental y cediéndola temporalmente mediante un pacto voluntario a la república mexicana (denominada también “Nación”),5 al cumplirse determinadas condiciones.6 El yucateco, en efecto, es un federalismo que parece derivado de una libre asociación, en lugar de ser una concesión consensuada desde el centro al estado como desarrollo y complemento de un equilibrio de poderes favorable al ejercicio de la democracia.7 Así el artículo 1º de la Constitución de 1870 establece que: “El estado de Yucatán es parte integrante de la República Mexicana, conforme al principio del pacto federal. Es libre, soberano o independiente respecto de su régimen interior, y sólo delega sus facultades a los Supremos Poderes de la Nación por el bien de ella y la conservación de la unión de los estados”.8

			El artículo 17 afirma que: “La soberanía del Estado de Yucatán reside esencial y originariamente en el pueblo, y de ella emanan los poderes públicos que se instituyen exclusivamente para su beneficio”,9 es decir, es el pueblo yucateco el depositario y el que ejerce la soberanía en el territorio del estado. El artículo 109 precisa la relación con el centro: “el Estado de Yucatán no reconocerá a gobierno ni autoridad alguna que por cualquier trastorno público se establezca en el centro u otro punto de la República contra el orden constitucional, sea cual fuere su denominación; quedando por este hecho disuelto el pacto de unión y resumiendo la plenitud de sus derechos soberanos”.10

			Este derecho a revocar el pacto de unión sirvió en 1914 como base legal para justificar el movimiento soberanista de Abel Ortiz Argumedo, quien se rebeló contra la autoridad de Carranza y estableció un efímero gobierno en Mérida, aunque no formalizó una secesión y no llegó a declarar una república independiente.

			La reforma de 1905 cambió el sentido y el alcance de la Carta Magna yucateca en múltiples aspectos, pues fue casi una nueva Constitución, y vale la pena examinarla de cerca, ya que es el referente inmediato para el futuro texto constitucional de 1918. Forma parte de las reformas constitucionales de los estados promovidas en las últimas dos décadas del Porfiriato. En Yucatán se implementaron tardíamente, sólo después de que se lograra establecer una paz relativa gracias al gobierno de Olegario Molina. Hacendado y político astuto y visionario, modernizador al estilo pragmático de “paz y progreso” típico de su época, Molina fue el hombre de las reformas y la buena administración, y de hecho el periodo de su mandato fue conocido como el “renacimiento administrativo”. Desde 1902 —año en que fue electo gobernador— se dedicó a impulsar grandes reformas y acciones para extender las vías de comunicación, elevar el nivel de la instrucción pública e incrementar la riqueza económica y los ingresos del estado, controlando la producción y exportación a Estados Unidos de la fibra de sisal (o henequén). Además, apoyó la separación de la zona oriental del estado para que se convirtiera en el territorio de Quintana Roo. 

			Molina actuaba como líder del grupo o camarilla de hacendados, empresarios y comerciantes que serían llamados despectivamente la “casta divina”. Estos magnates de la economía regional mantenían contactos con el grupo Científico nacional y tenían, como éste, una visión tecnocrática y modernizadora, enfocada en el desarrollo en el marco de una visión positivista y elitista de la sociedad. Eran el grupo menos “regionalista” y más vinculado con el centro entre los que existían en Yucatán; su polo opuesto era el grupo “cantonista”, liderado por el general Francisco Cantón y posteriormente por su sobrino, Delio Moreno Cantón. Tan fuertes eran los lazos de Molina con el centro, que dejó el cargo de gobernador en 1907 para convertirse en secretario de Fomento, Colonización e Industria en el gabinete nacional de Porfirio Díaz, hasta el derrumbe del régimen porfirista en 1911.11

			Como gobernador, Molina se esforzó por impulsar la modernización del estado y articularlo más estrechamente con el centro al privarlo de sus fuertes tradiciones soberanas y autonomistas. Éste fue un deseo de los gobiernos federales desde la época de Juárez y no se había podido traducir en reformas institucionales debido a la crónica inestabilidad política del estado a lo largo del siglo xix, que impedía la concordia entre la clase dirigente peninsular. Olegario Molina se presentaba, finalmente, como el líder de un grupo fuerte, pragmático, equilibrado, y dispuesto a trabajar de acuerdo con las directrices de la política nacional.

			El reto principal era implementar reformas que rectificaran o eliminaran los mecanismos políticos que regulaban la relación entre el Estado y la sociedad y entre el Estado y el poder federal. Es preciso señalar que el objetivo del nuevo grupo dirigente no era, como dijeron sus enemigos, únicamente el de favorecer intereses particulares, sino que buscaba una mejora progresiva de la sociedad al reforzar el Estado para convertirlo en un agente efectivo de modernización.

			Para lograr esto era necesario solucionar dos problemas. Primero, aclarar los ámbitos de acción de la federación y del estado, para obtener un espacio de acción razonable para el poder regional y sujetar más estrechamente el estado de Yucatán al poder federal. Segundo, la relación del Estado con tres poderes efectivos dominantes en su territorio: las comunidades rurales, los grupos empresariales y la Iglesia católica, con sus respectivas bases de acción territorial: los pueblos, las haciendas y las parroquias. Los pueblos representaban las antiguas autonomías comunitarias que permanecían vinculadas con las instituciones y con los grupos de poder regional. Las haciendas eran la base del poder territorial de los grupos empresariales en el campo político, desde donde se ejercía mediante el voto corporativo y la movilización controlada; así, los hacendados tenían una base territorial para actuar en el campo político. La Iglesia hacía lo mismo con sus parroquias, base fundamental de ritos y manifestaciones religiosas públicas. 

			El grupo dirigente encabezado por Olegario Molina logró durante una década asentar su proyecto gracias a negociar y pactar con estos poderes o buscando avasallarlos. Los grupos empresariales fueron sometidos al dominio de la camarilla de Molina mediante el control monopólico del comercio internacional del henequén. De esto se encargó particularmente el yerno español de Molina, Avelino Montes, quien tenía contactos privilegiados con la compañía norteamericana International Harvester, principal compradora de la fibra de sisal yucateca. Las relaciones con Estados Unidos, Cuba y otros países, le otorgaban a la élite empresarial yucateca una posición de fuerza en toda la región peninsular, y la amparaban de las presiones externas de la Ciudad de México.

			La Iglesia católica, que ya tenía una buena relación con el Estado desde el siglo xix, fue atraída hacia el proyecto molinista aprovechando las coincidencias que existían entre Olegario Molina y el nuevo arzobispo de Yucatán desde 1900, Martín Tritschler y Córdova, quien había estudiado en Roma y tenía también un proyecto modernizador.12 Se produce entonces una alianza entre el estado y la Iglesia en aras del “progreso”, que se traduce en centralización, racionalización, individualización y educación.

			En cambio, el tercer poder fundamental en la entidad, las comunidades, fue puesto bajo el control del Estado y vio disminuir su independencia como actor político y su papel como interlocutor privilegiado. El pueblo tenía que dejar de ser una comunidad semi-independiente según patrones tradicionales, para convertirse en municipio para todos los efectos y así ligarse estrechamente a las instituciones estatales. Al interior del pueblo, los vecinos se convertirían finalmente en ciudadanos, entregando su lealtad comunitaria al Estado nacional. La población de las haciendas, por su lado, continuaría sujeta a los grandes propietarios, los cuales reforzarían su tradicional papel de intermediarios entre el Estado y los peones. 

			Volviendo a la Constitución, era obvio que ésta tenía que adaptarse a las exigencias del grupo dirigente regional. Después de 1870, la Constitución republicana de Yucatán sufrió modificaciones menores entre 1872 y 1891. En julio de 1904, en el tercer año de su mandato gubernamental, Olegario Molina abrió un debate sobre la necesidad de reformar radicalmente la Carta Magna del estado. ¿Qué era lo que se quería modificar y por qué? 

			El objetivo explícito de la reforma era doble. Por un lado, se buscaba racionalizar un texto en el cual, según el gobernador, se amontonaban confusamente los artículos constitucionales con sus reformas. Es decir, se precisaba ordenarlo. Por otro, el propósito era establecer mayor control sobre algunas instancias institucionales, como las magistraturas.

			El primer objetivo se presentaba como una clásica reforma racionalizadora del corpus legislativo, como las que ocurrían en el Antiguo Régimen cuando la acumulación de leyes y decretos se volvía excesiva y entorpecía la maquinaria del Estado. Detrás de esta motivación se escondía, sin embargo, otra diferente. En efecto, lo que se quería descartar y reformar se refería nada menos que a los artículos que determinaban la naturaleza del estado y sus relaciones con la federación. Ya mencioné antes los artículos 1º y 17 del viejo texto constitucional de 1870, que proponían una fórmula confederativa, más que federativa, al reivindicar la soberanía para el estado, que delegaba algunas prerrogativas de ésta a la nación sólo para mantener la unión entre los estados. La referencia a un “pacto federal” es ambigua y, de hecho, aparece aquí la palabra “confederación”. 

			La fórmula confederal se refería a la subdivisión de poderes soberanos descentralizados en que se había articulado la unión entre los estados durante la primera mitad del siglo xix. En esta fórmula, se reinterpretaban los derechos soberanos del Antiguo Régimen, cuyo fundamento eran las comunidades naturales, integradas en la nueva perspectiva política liberal.13 El texto estaba sal­picado de llamamientos a las “soberanías” y a los derechos locales, lo que implícitamente frenaba la expansión de la federación en los estados y estorbaba la extensión de éstos en sus propios territorios, puesto que permanecían vigentes las referencias al pueblo soberano, que autorizaban las autonomías locales y acentuaban la dispersión de los poderes. En suma, si se quería concentrar poder en el Estado e identificarlo con un Ejecutivo fuerte, era necesario “limpiar” la Constitución de sus implicaciones confederales.

			La comisión para la reforma constitucional que examinó el proyecto presentado por Molina se identificó con esa exigencia y declaró de forma preliminar que: “A la Nación, que es la única entidad real, propia y verdaderamente soberana, deben los Estados su secundaria y relativa soberanía, y no toca, por lo tanto, a éstos, sino a aquélla, el definirla o declararla: los Estados no pueden ampliarla ni determinarla de ningún modo […] Jamás nuestros Estados han sido naciones independientes, jamás han constituido una confederación de soberanías”.14

			Por su lado, Olegario Molina, en su propuesta de reforma, mencionó también la necesidad de “eliminar disposiciones consignadas en la Carta Magna de la república y cuya existencia en nuestro código político vigente resulta superflua y, por lo tanto, inútil”.15 En realidad, el resultado de esto fue que se eliminaron los artículos que se referían a la soberanía del estado y éste fue declarado plenamente sujeto a las disposiciones de la Constitución federal: “Art. 1° El estado de Yucatán es parte integrante de la República Mexicana, conforme a los principios establecidos en la Constitución Federal”.16 Con esto se pretendía acabar de raíz con el problema histórico del espíritu independiente de Yucatán —manifestado en 1841-1848 cuando se separó de la república mexicana— y de este modo forzar a los yucatecos a aceptar un control más estrecho por parte de la federación, máxime cuando en 1902 había ocurrido la impopular separación de toda la costa oriental del estado mediante la creación de un nuevo territorio federal. Con este cambio, de hecho, se violaba el viejo pacto federal liberal —arropado en un lenguaje confederal— a favor de un centralismo disimulado que perjudicaba la autonomía y la soberanía del estado. Era un cambio fundamental que implicaba toda la cultura política mexicana anclada al viejo principio jusnaturalista por el cual la federación es primero el resultado de la libre asociación de los estados que la componen. Más tarde, en Querétaro, los Constituyentes de 1917 se asegurarían de que no se repitiera ningún deslizamiento hacia el centralismo al cambiar el nombre del país por el de “Estados Unidos Mexicanos”. 

			Una vez aclaradas las relaciones con la federación, quedaba por revisar la relación entre el estado y los municipios, pues quedaban numerosos elementos confederales. Uno de éstos era la naturaleza política de los ayuntamientos. Según la Constitución de 1870, los cuerpos municipales eran los representantes de la municipalidad, con el derecho de controlar el “buen gobierno”, la administración económica, el orden público, la instrucción, la salud, los bienes comunales, etc., pero tenían también otra facultad: emitir disposiciones “respecto del ramo de policía o buen gobierno”, convirtiéndose con esto en la cuarta instancia con el poder de hacer leyes, después de la Cámara, el Ejecutivo y el Tribunal Superior de Justicia.17

			Al referirse a las atribuciones de los ayuntamientos, la comisión subrayó que éstos “son y han sido autoridades subalternas del Poder Ejecutivo”, y que si no se abrogaban las disposiciones del viejo texto constitucional, se corría el riesgo de “caer en el absurdo de admitir la existencia de un cuarto poder público”, como en efecto eran los cuerpos municipales.18 Como consecuencia, la nueva Constitución eliminó las prerrogativas legislativas de los ayuntamientos y, en la Ley Constitucional para el gobierno interior de los pueblos, declaraba que éstos eran “cuerpos de carácter puramente administrativo”, reiterando en­fáticamente que los ayuntamientos estaban obligados a sujetarse a la dirección de las autoridades superiores del Poder Ejecutivo.19 En el artículo 82 se in­trodujo una referencia explícita a las limitaciones a las cuales quedaban suje­tos los ayuntamientos: “Se prohíbe a los ayuntamientos toda intervención en los asuntos políticos, con excepción de las funciones que les cometan las leyes electorales”.20

			Estas disposiciones iban acompañadas de otras en el mismo sentido: quitar a los pueblos su carácter de cuerpos casi autónomos para convertirlos en municipios, poniéndolos bajo la autoridad y la vigilancia de las instituciones del Estado.

			Así, se redactó una reglamentación minuciosa para la actividad de los cuerpos municipales. Se establecieron con precisión los prerrequisitos para cubrir los cargos en los ayuntamientos con el fin de eliminar la incertidumbre anterior. Además, los cuerpos municipales tuvieron que dar cuenta al Ejecutivo de cada acción que cumplieran, volviéndose de hecho casi dependencias burocráticas del Estado.21 Esta pérdida de poder de los municipios a finales del Porfiriato fue uno de los motivos más fuertes de descontento popular en Yucatán, como en los otros estados afectados. Una de las demandas de la Revolución a partir de 1910 será precisamente restituir a los municipios sus prerrogativas de autonomía res­pecto a los poderes superiores del estado, que se resumieron en el principio del “municipio libre”, reflejado en la nueva Constitución.

			Para que las nuevas normas fueran eficaces, la Constitución reforzó las prerrogativas de los jefes políticos, convirtiéndolos en funcionarios-inspectores y, sobre todo, en mediadores entre los cuerpos municipales y el Estado.22 Los nuevos jefes políticos con poderes ampliados podían, por ejemplo, intervenir en los ayuntamientos, asistir a las reuniones del consejo, suspender las deliberaciones de éste y agregar a la orden del día los puntos que fueran necesarios “a la buena administración del municipio”.23 Los jefes políticos se convirtieron entonces en la pieza central para la reorganización política de los partidos rurales. No sólo despojaron legalmente a los municipios de sus viejas prerrogativas, sino que se colocaron como intermediarios entre el Estado y la población rural y concentrada en pueblos y haciendas. Con esto se pretendía interrumpir o dificultar la circulación sanguínea de las relaciones horizontales entre los cuerpos territoriales, para vincular cada uno de éstos, verticalmente, con el Estado. Así se construiría una territorialidad cuyas líneas de fuerza terminaran en el centro y no en una retícula irregular en el territorio. 

			Uno de los cambios más importantes se refiere, en efecto, a la esfera de dominio territorial de los cuerpos municipales. Según la Constitución de 1870, el te­rritorio municipal tenía que ser gobernado por el ayuntamiento. Éste nombraba y removía a los funcionarios menores, los comisarios municipales, encargados de ejercer las funciones de gobierno en los asentamientos dependientes de la ca­becera municipal.24 Con la reforma de 1905, los comisarios y los agentes municipales —y, por lo tanto, los asentamientos que gobernaban— fueron sustraídos a la jurisdicción del ayuntamiento y puestos bajo la autoridad del jefe po­lítico, quien podía removerlos a su antojo. Ya que la ley prescribía que los fun­cionarios públicos en los asentamientos de propiedad privada tenían que ser los encargados y mayordomos de los mismos, el objetivo transparente de esta re­forma era el de sustraer de jure (que ya lo eran de facto en su gran mayoría) las ha­ciendas al dominio de los pueblos y ponerlas en contacto directo con el Estado.25

			Otra disposición que le quitaba poderes a los pueblos era la que se refería a los jueces de paz, que no dependían del ayuntamiento, pero eran elegidos con sufragio popular por los vecinos.26 La Constitución reformada eliminó las elecciones y atribuyó al Ejecutivo el derecho de nombrar a los jueces, escogiendo entre una terna propuesta por el Tribunal Superior de Justicia.27 También en este caso la medida, muy criticada,28 fue presentada como una racionalización administrativa: “Las dificultades que presenta el sistema actual de elegir a esos funcionarios tan numerosos, los gastos que demanda su elección y la frecuencia con que ocurren los cambios y acefalías en los Juzgados de paz requieren en efecto que se adopte un modo fácil, rápido y económico para constituirlos y para reintegrarlos en todo caso”.29

			Respecto a las instancias superiores de la justicia, en cambio, hubo motivaciones más explícitas, ya que no era posible justificar las reformas por un simple problema administrativo. Olegario Molina consideraba las magistraturas como el pivote de la nueva institucionalidad, y lo dijo abiertamente al abordar el tema de la reforma del sistema judicial: “Una reforma importante se propone en la iniciativa para sustraer de influencias y dependencias perjudiciales las elevadas funciones de los Tribunales del Estado: la de los Magistrados, Fiscal y Jueces de 1° instancia […] siendo grandísimo el bien que reportará a los intereses individuales y en general a la causa de la justicia, el que esas autoridades tengan absoluta independencia o la mayor posible, de cuanto pudiera influir de una manera extraña en sus decisiones”.30

			¿A qué “influencias y dependencias perjudiciales” se refería el gobernador? Probablemente, Molina aludía a la influencia que ejercían los grupos empresariales locales sobre las instancias intermedias del Poder Judicial, que inducía la formación de poderes subregionales (léase camarillas) que estorbaban la afirmación del Estado.

			El Estado, por su parte, se expandía directamente mediante el fortalecimiento del Poder Ejecutivo. Ante todo, extendía sus ramificaciones a través de los jefes políticos quienes, a su vez, controlaban los ayuntamientos, las haciendas y todo asentamiento menor que no tuviera un cuerpo municipal. Además, se insinuaba en las magistraturas municipales mediante el nombramiento de los jueces de paz. Tenía la nueva figura de un procurador general que junto con el fiscal estaba encargado de la representación de intereses sociales. Por último, se beneficiaba del crecimiento del poder del gobernador como supremo árbitro y garante del desarrollo estatal, por más de un mandato, ya que el gobernador ahora podía ser reelecto para el periodo inmediatamente sucesivo.31

			En resumen, el significado último de estas reformas era el intento de encontrar fórmulas convenientes para facilitar la afirmación del estado moderno, con un rol aumentado del Poder Ejecutivo, en un contexto dominado por la dispersión de los poderes con reminiscencias del Antiguo Régimen.

			En este proceso de expansión estatal, los dos actores sociales principales, los pueblos y los grupos empresariales se veían forzados a aceptar algunas pérdidas. Los pueblos resultaban disminuidos en sus autonomías y en su poder contractual y aparentemente perdían aquel “poder municipal” que los definía como actores políticos. Los grupos empresariales perdían una parte de su capacidad de atraer clientelas tanto en los pueblos —sometidos al control del Ejecutivo— como en los diferentes niveles del Poder Judicial —puestos bajo el control gubernamental—, aunque se vieran confirmados como “grandes electores” en sus haciendas y ranchos. En realidad, la reforma constitucional no tuvo el tiempo de actuar profundamente, puesto que en 1910 estalló el movimiento revolucionario, que abrió un periodo de incertidumbre y pérdida de control por parte del Estado. La Constitución quedó entonces rebasada por una legislación ad hoc y prácticamente suspendida en un limbo “preconstitucional” bajo las sucesivas administraciones militares, en espera de que se elaborara una nueva Carta Magna. 

			Aquí conviene preguntarse si los profundos cambios constitucionales de 1905 respondieron a las necesidades del pueblo yucateco y cómo fueron percibidos por éste. Es verdad que las elecciones de 1905 y de 1909 fueron reñidas y plagadas de movilizaciones y protestas (en ambos casos duramente reprimidas), pero en general el periodo hasta 1910 no fue particularmente agitado, por lo menos de manera continua. No se detecta un rechazo abierto y extendido por parte de la población que hiciera presagiar el fin catastrófico del régimen.

			Esta aceptación implícita de las reglas fijadas en la Carta Magna no era, desde luego, total ni incondicional, máxime si se lee en el contexto más amplio del proyecto político molinista. Había una inconformidad subterránea y difusa por la merma territorial de Yucatán en 1902, por la pérdida de autonomía y capacidad política de los pueblos, por la concentración de poder en los jefes políticos y en la camarilla molinista, por el avance excesivo de la Iglesia centralizadora de Tritschler, por el freno al desarrollo del movimiento obrero y por las restricciones a la expresión política de grupos no molinistas. Algunos eran descontentos específicos de Yucatán, otros eran comunes a todo el país.

			Pero si no estalló antes una protesta generalizada y violenta con un carácter revolucionario, fue porque la acción reformadora de los últimos años del Porfiriato contenía también una promesa de crecimiento económico, institucional y cultural, de eficiencia administrativa, de integración ciudadana, de superación del faccionalismo local, que sonaba atractiva. Se abriría una nueva perspectiva para las relaciones entre la población rural y las instancias políticas superiores si se abandonaba la condición de vecindad por la de ciudadanía, perdiéndose algunas prerrogativas comunitarias, pero ganándose otras en relación con el poder protector y anónimo del Estado.32 La Iglesia experimentó un periodo de tan buenas relaciones con el estado que rebasó la convivencia amistosa anterior, con­trastando más dramáticamente con la conflictividad que vendría después. 

			Si, finalmente, el proyecto molinista se vino abajo, fue por la convergencia de diversas causas, algunas exteriores y otras locales. Entre las primeras se reconoce generalmente la crisis económica de 1907 y la crisis política del Porfiriato a escala nacional. Entre las segundas se incluyen la naturaleza verticalista y elitista del reformismo, que procedía desde arriba con criterios progresistas-filantrópicos sin un compromiso fuerte y directo con los sectores sociales que se pretendía beneficiar, lo que resultaba en incumplimiento de diversas promesas. El estado de Yucatán en 1910 —bajo el espejismo deslumbrante de la “blanca Mérida” modernizada y próspera— seguía siendo una entidad atrasada económica y culturalmente, con una vasta población proletaria y campesina pobre bajo el dominio de una reducida élite escandalosamente rica, con una clase media en ascenso frustrada y ambiciosa que no lograba actuar como amortiguador. 

			El bienestar social era aún privilegio de pocos, y en cuanto a la ciudadanización, quedaba en entredicho su alcance por la persistencia del analfabetismo, el dominio de facto y de jure de los hacendados en sus enormes propiedades, el autoritarismo de los jefes políticos y el manejo poco democrático —a pesar del ensanchamiento de la participación popular— de las elecciones. Sin olvidar, naturalmente, la situación de monopolio económico que afectaba a los pequeños y medianos productores agrícolas, y a aquella parte de la élite agroempresarial henequenera que quedó excluida de la red de amistades y alianzas de la camarilla molinista. El estatismo del proyecto, en fin, dejaba poco espacio para la sociedad civil, con los grupos y organizaciones que —como la Liga de Acción Social— impulsaban cambios y reformas con un afán modernizador aun más genuino y coherente que el expresado por el gobierno molinista.

			 

			La revolución constitucionalista y Yucatán

			 

			Después de un interludio marcado por las desilusiones, el continuismo y unos gobiernos débiles, efímeros y faltos de proyectos entre 1911 y 1914 —incluyendo un breve experimento “soberanista” en 1914—, ocurrió un cambio sustantivo con la llegada de un ejército constitucionalista en 1915, bajo el mando del general Salvador Alvarado. 

			¿En qué contexto ocurría la ocupación militar constitucionalista de la península? Hay que considerar que Yucatán, de 1910 a 1914, había tenido sus propios movimientos insurreccionales, algunos de índole revolucionaria, pero todos a escala local, subregional, y desconectados de los grandes ejércitos que se habían formado en el norte y centro del país. No existía siquiera un movimiento unificado en todo el territorio peninsular, si se excluye el largo alcance del partido Centro Electoral Independiente de Delio Moreno Cantón, que en su conjunto era democrático, pero no revolucionario —exceptuados algunos líderes y grupos radicales—. También hay que considerar que en los pueblos del interior había comenzado un proceso de recuperación y formación de poderes locales fácticos que desafiaban el control y la autoridad de un Estado debilitado.

			A esta situación política hay que sumar la recuperación de la próspera economía exportadora del henequén, dejando atrás la crisis de 1907-1909. Era una economía pujante que estaba a punto de convertirse en una mina de oro para la economía nacional por la enorme demanda y los altos precios que alcanzaría la fibra de sisal con el estallido de la Primera Guerra Mundial. Al derrumbarse el Porfiriato, las sucesivas fuerzas revolucionarias que controlarían el país, buscarían aprovechar este valioso recurso agrícola peninsular, llamado “oro verde”, para reforzarse económicamente y aventajar a sus adversarios. 

			Llegaron primero los maderistas, que no lograron establecer un control efectivo sobre el estado, aunque la magnitud del fraude electoral de 1911 —que resultó en la imposición de Pino Suárez como gobernador— indica que Madero trataba a toda costa de someter Yucatán para asegurar la lealtad de su población y el beneficio de las riquezas que generaba.33 En realidad, la élite empresarial yucateca, a pesar del relajamiento político y la incertidumbre en que quedaba el proyecto modernizador iniciado por Molina, siguió manejando el recurso henequenero de acuerdo con sus intereses y aspiraciones. 

			La situación no cambió esencialmente durante el régimen de Huerta. Al tambalearse la dictadura de éste en 1914, las fuerzas victoriosas constitucionalistas encabezadas por Venustiano Carranza lograron avanzar hacia el sur y controlar los estados del Golfo sin encontrar fuertes resistencias, hasta que Huerta tuvo que ceder e irse al exilio. La lucha antihuertista, como es sabido, incluía fuerzas heterogéneas que pronto entrarían en conflicto entre sí. 

			Entre 1915 y 1916 se libró una sangrienta guerra civil en la que se decidía cuál bando iba a quedarse al mando del proceso revolucionario en curso en el país. Los villistas tenían un ejército fuerte, un liderazgo carismático en la figura de Villa y una sólida base económica agrícola, ganadera y minera en el norte, donde controlaban la frontera con Estados Unidos. Sus aliados zapatistas en el centro estaban aislados y contaban sólo con una economía agrícola de subsistencia basada en las comunidades campesinas, pero su ejército popular estaba muy motivado y utilizaba con éxito las tácticas de guerrilla en el territorio del estado de Morelos. Los carrancistas tenían ejércitos profesionales con generales expertos y una base económica diferenciada que descansaba en los recursos petroleros del Golfo, la agricultura comercial en el centro y el sur, y el control del puerto de Veracruz. La verdadera ventaja de los carrancistas, sin embargo, era el hábil liderazgo de Venustiano Carranza con un proyecto político verdaderamente nacional, ni demasiado radical ni conservador, que daba las mayores garantías de estabilidad a mediano y largo plazo. A pesar de que villistas y zapatistas respondían mejor a las demandas y aspiraciones que habían surgido en los sectores populares, la simpatía de las clases medias y de un sector amplio de la élite económica se inclinaban por los carrancistas, así como el aval fundamental del vecino del norte. Además, Carranza incorporó en su agenda algunas demandas populares, como la reglamentación del trabajo, la libertad municipal y la restitución de tierras a los pueblos.

			En este juego mortal para asumir el liderazgo de la Revolución Mexicana, Yucatán venía a desempeñar el papel de fiel de la balanza gracias a sus caudalosos recursos económicos generados por el henequén. La ocupación militar constitucionalista en 1914 fue rápida, pero los primeros gobernantes en Mérida no supieron organizar una administración viable y causaron descontento al pedir préstamos forzosos como medio rápido y fácil de extraer recursos. Les faltaba visión, sensibilidad y capacidad para negociar, además de contar con pocas tropas. En consecuencia, el poder del Estado se veía rebasado progresivamente por diversos actores sociales y políticos tanto de la capital como del interior. En Mérida se habían fortalecido los sindicatos y, en el interior, los municipios, donde, al quedar suspendidos los efectos de la reforma de 1905, emergían nuevos espacios de poder alrededor de ayuntamientos, juntas y clubes políticos, líderes y caciques. Era un proceso de erosión y dispersión de poderes que no sería contrarrestado hasta 1915.

			A finales de 1914, la élite empresarial yucateca junto con una parte de la clase media vio la oportunidad de sacudirse el yugo centralista y apoyó al coronel Abel Ortiz Argumedo para proclamar la “soberanía” del estado de Yucatán. El experimento soberanista en abierto desafío al mando constitucionalista y sin apoyo de otras facciones revolucionarias no duró mucho. Al producirse la ruptura de la Convención de Aguascalientes, los carrancistas se apresuraron a ocupar Yucatán. En marzo de 1915 un ejército al mando del general Salvador Alvarado derrotó a los soberanistas y estableció una administración militar en Mérida. Sus consignas eran destruir el soberanismo, someter a la élite empresarial henequenera y asegurar un flujo regular de recursos para la federación mediante el control de la economía regional, pero Alvarado tenía sus propias ambiciones y actuó también de acuerdo con sus ideas personales.

			En materia de legislación, el gobierno preconstitucional de Salvador Alvarado en Yucatán (1915-1918), que es correcto definir como una “dictadura militar”,34 está considerado en general como una experiencia precursora que influyó en el Constituyente de 1916-1917 y en la preparación de la Constitución de 1917. Por eso, antes de abordar directamente la Constitución yucateca de 1918, es preciso observar la actividad reformadora que la precede.

			 

			Las reformas preconstitucionales

			 

			Las primeras acciones emprendidas por Alvarado en 1915 apuntaban a desmontar el monopolio de la camarilla de Molina y abrir el espacio para la colaboración entre un Estado más activo en la economía y la mayoría de los hacendados y comerciantes de la península, junto con la pequeña pero activa clase media. Hubo un éxodo hacia Cuba de magnates pertenecientes o vinculados a la “casta divina”, incluyendo al propio Molina, lo cual ayudó a despejar el campo para una activa cooperación entre el gobierno revolucionario, el sector empresarial y la clase media. 

			Se estableció así un pacto entre el nuevo Estado revolucionario en formación y los sectores empresariales “progresistas” (es decir, dispuestos a colaborar), con el apoyo, además, de los grupos obreros y de los campesinos y peones del campo, así como de la clase media, todos ellos beneficiados con las medidas que se implementaban rápidamente a favor del trabajo, la agricultura, el comercio y el empleo. De este pacto donde cupieron casi todos, quedaron excluidos sólo dos grupos: los hacendados molinistas o refractarios a colaborar y la Iglesia católica. 

			La negociación con los grupos empresariales se hizo directamente en reuniones ad hoc, banquetes y citas personales, mientras que la conexión con los sectores obreros, clasemedieros y rurales se estableció al principio a través de los agentes políticos y los militares en reuniones de sindicatos, juntas, mítines y asociaciones varias. Más tarde (1916) se fundó para este propósito un Partido Socialista (inicialmente denominado “Obrero”, luego “de Yucatán”), que estrena una nueva dirigencia política vinculada al proyecto revolucionario. Este proyecto, sin desbordar excesivamente el cauce del constitucionalismo, buscaba aplicar un modelo de Estado fuerte con una visión industrialista y con serios compromisos sociales, que es tentador, pero incorrecto, definir como “socialismo de Estado” (aun entendiendo la palabra “socialismo” de manera amplia, más socialdemócrata que marxista).35 Un Estado director del desarrollo productivo en línea con esa fusión incipiente entre socialismo y nacionalismo que en pocos años se condensaría en el experimento del socialismo nacional italiano o fascismo de Benito Mussolini.36

			Se confirma la abolición de las deudas de los peones decretada en 1914, y con la aplicación de la Ley Agraria expedida por Carranza en Veracruz el 6 de enero de 1915, se inicia el proceso de dotación de tierra a los pueblos. La Casa del Obrero Mundial recibe un apoyo directo del gobierno para organizar a los trabajadores en sindicatos y formar nuevos cuadros políticos. Los salarios crecen rápidamente, al compás de la capacidad de negociación laboral de los trabajadores con la ayuda de las Juntas de Conciliación y el Tribunal de Arbitraje establecidos por la nueva Ley del Trabajo (1915). La clase media se beneficia de los nuevos canales de ascenso social, la rápida y eficiente justicia impartida en los tribunales revolucionarios y la apertura del comercio, así como de la bonanza económica coyuntural. El sector empresarial se aprovecha del regreso a la normalidad, con la pacificación de los pueblos rurales y la regulación de las luchas sindicales. Además, se beneficia de las acciones y reformas que someten la actividad económica a criterios productivistas y favorables a los negocios, amén de la disciplina impuesta a las relaciones laborales. Dos comisiones controladas por el Estado, la Reguladora del Mercado de Henequén y la Reguladora del Comercio, se encargan de evitar especulaciones y normar el mercado. Además, toda la población regional se ve beneficiada con la acción de moralización y educación popular. Los esfuerzos educativos alcanzan un tamaño épico, y los gastos para la enseñanza pública suben a 36 por ciento del presupuesto del Estado, superiores al ya de por sí alto presupuesto de la época de Olegario Molina, 19 por ciento.

			No hay espacio aquí para examinar en detalle todas las acciones reformadoras que promovió Alvarado mediante leyes, decretos y acciones directas durante tres años de intensa actividad política (1915-1917). Baste con recordar la actuación en el campo de la educación, la organización social, el desarrollo económico y la cultura, que destacó en el ámbito nacional entre los gobiernos constitucionalistas regionales, pues además se benefició de la singular coyuntura económica producida por la Primera Guerra Mundial (1914-1918), que disparó las exportaciones y los ingresos por la venta de henequén. De hecho, parte de la explicación de la amplia aceptación del gobierno alvaradista y la capacidad de éste de llevar a cabo su grandioso experimento social se debe a circunstancias excepcionales, como lo resume muy bien un observador estadounidense contemporáneo:

			 

			El aislamiento de Yucatán del resto de México, su casi completa inmunidad de los disturbios revolucionarios, la peculiar circunstancia de que su principal producto agrícola —el henequén— garantizaba una fuente inagotable de ingresos, hizo posible que esas reformas fueran implementadas fácilmente bajo circunstancias excepcionalmente favorables. Finalmente, los indios mayas, dócil instrumento de los hacendados henequeneros durante generaciones, proporcionaron un material insólitamente plástico y maleable para los fines de la experimentación social.37

			 

			Un resumen de la impresionante actividad reformadora de Alvarado se puede encontrar en los informes que él envió a Venustiano Carranza y al Congreso del estado en 1917 y 1918, en sus escritos y en las publicaciones oficiales.38 Destacan las leyes llamadas “Cinco hermanas”, expedidas o anunciadas en diciembre de 1915, que articulan el proyecto reformador de Alvarado en el campo agrario, de hacienda, del trabajo, el catastro y municipal.39

			La primera de estas leyes es la ya mencionada Ley Agraria (decreto núm. 377, 7 diciembre de 1915). Esta ley reglamentaba la que expidió Carranza el 5 de enero de ese año, y apunta a la restitución y dotación de tierras comunales a los pueblos. Con ella se entregan y ponen bajo el control de los municipios libres los ejidos, asegurando para ellos la protección del estado, la formación de bancos ­agrícolas y el abastecimiento de agua. Esta ley, sumándose a la de Carranza de enero de 1915, va a ser retomada en el artículo 27 de la Constitución federal de 1917.

			La segunda es la Ley de Hacienda, cuya función es simplificar el sistema fiscal y dar soporte financiero a la Comisión Reguladora del Mercado de Henequén. Implica también la búsqueda de recursos para financiar en general el proyecto revolucionario en materia social y educativa, que tiene como fuente principal la propia Comisión, la cual canaliza para el interés público el caudal de divisas generadas por el henequén, en beneficio de la población yucateca en lugar de llenar las arcas de algunos magnates. La Ley de Hacienda junto con el control estatal establecido sobre la Comisión Reguladora, en calidad de monopolio, influyen posteriormente en el artículo 28 de la Constitución de 1917, el cual prohíbe los monopolios con la excepción de los estatales, que son de interés público. Así, el monopolio no desaparece al eliminarse el grupo de Molina-Montes, sino que se convierte en estatal, para interés público.40

			La tercera ley de este grupo es la Ley del Trabajo (11 de diciembre de 1915). Ésta tuvo una influencia directa en la elaboración del artículo 123 de la Constitución de 1917, ya que el diputado constituyente por Yucatán en Querétaro, Héctor Victoria, fue quien propuso la formulación del título correspondiente a la protección de los trabajadores y a la regulación de las relaciones de trabajo. La Ley del Trabajo yucateca buscaba explícitamente disminuir las diferencias sociales para lograr mayor justicia y equilibrio en la sociedad. Inspirada en principios socialistas (y probablemente, católico-sociales), la ley apuntaba a terminar la lucha de clases —aunque no la lucha sindical— mediante la armonización entre capital y trabajo. La Ley del Trabajo establece una jornada máxima de ocho horas en cualquier actividad laboral, norma los salarios, regula el trabajo femenino, impone condiciones de seguridad e higiene en los lugares de trabajo, busca medidas específicas para los accidentes y regula las mutualidades, así como el ejercicio del derecho de huelga.

			La cuarta es la Ley del Catastro, que apuntaba a volver más eficiente y transparente el deslinde de los bienes raíces, que eran la base impositiva fundamental para el erario estatal.

			 La quinta y última de estas leyes es la del Municipio Libre. Esta ley restituyó la independencia a los municipios, respondiendo así a una importante demanda popular y reconociendo la situación de facto de las autonomías y poderes surgidos en los años anteriores en el vacío dejado por el derrumbe porfirista. La ley sobre la libertad municipal estaba incluida en el programa constitucionalista, expedida a escala nacional el 25 de diciembre de 1914, e impulsada en los estados dominados por los carrancistas. La variante yucateca se inspiraba además en el estatuto de los municipios de Cuba, que a su vez se apoyaba en el municipalismo de Estados Unidos. La comisión que se encargó de elaborar esta ley en 1915 estaba integrada por tres yucatecos de tendencias liberales: Gabriel Aznar Pérez, Óscar Ayuso O’Horibe y Víctor Rendón.41 El proyecto de la comisión es contundente en señalar el giro radical que implicaba que “los municipios tienen independencia respecto del Estado en todo lo concerniente a su régimen interior, independencia únicamente limitada por el hecho de que el Estado asume ciertos deberes generales, comunes a los municipios”.42

			Aquí se señala, en lo específico, la anulación de las disposiciones constitucionales de 1905 que le daban al gobernador derecho de injerencia en los acuerdos del ayuntamiento y en la posición de subalternidad de los municipios a los jefes políticos y como dependencias del Poder Ejecutivo. Lo que se traducía en una virtual autonomía municipal con repercusiones tanto políticas como económicas. En resumen, en palabras de Salvador Alvarado, la Ley del Municipio Libre:

			 

			establece la independencia económica de los Municipios y les concede el libre goce de impuestos que bien pronto darán bienestar a los Municipios y servirá para que se desarrollen florecientes muchos pueblos que hasta hoy han languidecido. Se da libertad además y se organiza el Gobierno Democrático de estos municipios, como una pequeña República, de igual manera que los Estados son independientes en su régimen interior respecto a la federación.43

			La Ley del Municipio Libre quedó inoperante en el periodo preconstitucional, hasta que se expidió la Ley Orgánica de los Municipios del Estado de Yucatán, el 23 de enero de 1918. Se quedó sin aplicación efectiva, pues los ayuntamientos estaban sometidos a la autoridad de los comandantes militares, quienes, en la cadena de mando del gobierno preconstitucional de facto, sustituían —de manera provisional— a los desaparecidos jefes políticos. Era obvio que antes de conceder autonomía efectiva a los municipios, éstos tenían que ser pacificados, organizados políticamente y “limpiados” de influencias de hacendados y caciques. Así, este temprano reconocimiento jurídico de la libertad y autonomía municipal fue tan relevante que se debatió en el Congreso Constituyente de Querétaro.44 

			 

			La Constitución de 1918

			 

			Promulgada el 14 de enero de 1918, la nueva Constitución yucateca no es solamente una variación local de la Carta Magna federal de 1917. Contiene elementos peculiares que retoman la experiencia reformadora de los años anteriores y, más en general, refleja la evolución del estado de Yucatán desde el inicio del siglo xx. Es un documento de enorme importancia histórica y fue dignificado en su momento al declararse día de fiesta en todo el estado el 15 de enero “por única vez”, para celebrar solemnemente la nueva Carta Magna. 

			Para analizar este documento es preciso ir al texto original de 1918 sin las aden­das y modificaciones posteriores, y consultar además el proyecto que Alvarado presentó el 8 de enero al Congreso, con las motivaciones para la aprobación de la nueva Carta Magna. Utilizaré la edición de 1918 publicada por los Talleres Pluma y Lápiz, que incluye el proyecto precedido por la “Exposición de motivos” redactada por Alvarado y el dictamen de la comisión encargada de examinar el documento.45

			En este texto se pueden detectar y entender en su contexto los puntos esenciales del documento constitucional. Primero, cabe destacar la definición de Estado. Aquí vemos un regreso aparente a la ambigua definición confederal que Molina había eliminado en 1905, para despejar el camino a un federalismo centralista. Es una definición ambigua y confusa porque México no era (y no es) una confederación, sino una federación, a la cual Yucatán pertenece junto con los demás estados, y la fórmula limitativa que hace referencia al “régimen interior” para ejercer la soberanía estatal así lo demuestra. En realidad, es una definición federal que parece a primera vista confederal y está pensada para ampararse contra cualquier tendencia centralista.

			En el nuevo texto constitucional, además, el Estado recuperó y amplificó el “poder municipal”, que otorga un espacio político importante a los ayuntamientos. Además, el Estado mismo se dio atribuciones tan vastas que rebasó por mucho el concepto liberal de Estado elitista, para situarse ya en la perspectiva de un Estado “social” protagonista efectivo de las transformaciones de la sociedad.

			El estado se declaró nuevamente “Libre y Soberano”, recuperando las prerrogativas perdidas en 1905:

			 

			Artículo 12. El Estado de Yucatán es parte integrante de los Estados Unidos Mexicanos, y es libre y soberano en todo lo que concierne a su régimen interior conforme a los principios establecidos en la Constitución Federal.

			Artículo 13. La soberanía reside esencial y originariamente en el pueblo; y la del Estado de Yucatán, por lo que toca a su régimen interior, se ejerce por medio de los Poderes Públicos del Estado, los cuales dimanan del pueblo y se instituyen en su beneficio.46

			 

			En dos artículos fundamentales (12 y 13) se recupera la soberanía estatal, pero reduciendo la definición amplia que contenía la Constitución de 1870. En efecto, ya no se menciona la unidad federal como único ámbito de la intervención del estado, y la Constitución federal es mencionada abiertamente como punto de referencia para definir el pacto federal, lo que no estaba claro en 1870, pero que fue declarado explícitamente en 1905. Además, en las dos constituciones anteriores se utilizó la expresión República Mexicana y en 1918 se adoptó la fórmula actual de Estados Unidos Mexicanos. No se prevé un derecho de secesión, que estaría presente si Yucatán fuera miembro de una confederación y no de una federación. En fin, se da más relevancia a la soberanía popular, al “pueblo”, que había casi desaparecido del texto de 1905.

			El segundo elemento novedoso de la Constitución fue que restituía a los municipios su estatuto político, eliminado por la reforma molinista. Alvarado quiso articular al pueblo, dotado de nuevos poderes efectivos, con un Estado también fortalecido, conciliando la exigencia de abrir el espacio político municipal con la de crear un estado más poderoso y eficaz. Para hacer esto, fue necesario balancear y contener el poder municipal convirtiendo a los municipios en dependencias del Poder Legislativo (en vez de, como antes, del Poder Ejecutivo), y estableciendo una reglamentación y un control más efectivos sobre el proceso electoral, a partir del registro de población en los municipios, señalado en el título preliminar (art. 3, fracción IV) que sería la base del padrón de electores. Después de haber sido el estado que más limitó el ámbito político de los municipios durante el Porfiriato, Yucatán se convertía ahora en el estado más municipa­lista de todo el país.

			En el proyecto, Alvarado destaca el Capítulo tercero, donde se especifican las atribuciones del Congreso, y explica que Yucatán avanza más que otros estados de la república en otorgar libertades a los municipios con el propósito explícito de “conceder al Ayuntamiento la mayor suma de libertad posible, dentro de las facultades que le asigna la Constitución federal”. Para este efecto: “Desde luego hubo que conceder al Congreso todas las facultades que necesita para intervenir en los asuntos municipales, independizados ya del Poder Ejecutivo […] En casi todos los otros estados, los municipios han continuado siendo dependencias del Ejecutivo, con la única diferencia de haberse suprimido los Jefes Políticos, pero sin establecer bajo bases sólidas la independencia Municipal, tan necesaria para las instituciones democráticas”.47

			El Dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales (integrada, entre otros, por Felipe Carrillo Puerto) detalla que el Municipio Libre “conquista de la Revolución constitucionalista […] goza de la más absoluta libertad; sólo depende del Congreso. El Ejecutivo puede suspender los acuerdos municipales únicamen­te cuando sean contrarios a alguna Ley o perjudiquen los intereses municipales o violen los de algún tercero […] Esto tiene gran trascendencia, pues independiza de una vez para siempre a los Municipios del Poder Ejecutivo.48

			El ayuntamiento, en efecto, fue redefinido como nuevo engranaje fundamental del sistema político y expresión primaria de los valores cívicos: 

			 

			Artículo 76. El Estado de Yucatán adopta para su régimen interior la forma de gobierno democrático, representativo, popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa los municipios libres, administrados por Ayuntamientos, sin que haya autoridades intermedias entre éstos y el Gobierno del Estado.49

			 

			La nueva posición central del ayuntamiento es evidente en la personalidad jurídica (art. 81), en el derecho de administrar libremente los bienes y finanzas mu­nicipales (arts. 79, II, y 80), y en el nombramiento de los jueces de paz (art. 79, IV). Los ayuntamientos recuperaron también el derecho de iniciativa para leyes y decretos, restableciéndose como cuarta instancia legislativa después del Congreso, el gobernador y el Tribunal Superior de justicia.50

			El municipio, además, se convertía formalmente en un actor político-territorial, al recuperar el control sobre las haciendas y los asentamientos menores, que en 1905 habían quedado separados de la cabecera municipal. Este papel se manifiesta también en el reconocimiento del derecho de los ayuntamientos de establecer acuerdos recíprocos para definir los respectivos territorios jurisdiccionales (art. 78) y en el derecho de ser “escuchados” por el Congreso sobre la posibilidad de separar secciones de sus territorios para crear nuevos municipios (art. 30, I). El Congreso tenía en efecto la responsabilidad de elevar a categoría de municipio los asentamientos con una población superior a 500 habitantes (art. 30). El límite demográfico coincide con el de 1905, pero con dos diferencias importantes: la eliminación del requisito de tener la población un porcentaje determinado de vecinos alfabetizados y la eliminación de la junta municipal como órgano inferior al ayuntamiento. Este último, además, se componía ahora de “concejales” electos por los vecinos cada año (en lugar de cada dos), presididos por un “alcalde” electo directamente cada año (también en vez de cada dos). 

			La creación del municipio autónomo estuvo acompañada de reglamentos sobre la legalidad de las deliberaciones del ayuntamiento y sanciones de castigo a los concejales (suspensión del cargo). Además, se buscó dar transparencia a la actividad electoral mediante la creación del Registro de Población (art. 3, IV), una especie de padrón electoral que dificultaría los fraudes. También fue introducido un dispositivo tipo referéndum para proponer a discusión de los ciudadanos un proyecto de ley (art. 40).51

			Los pasajes de la Constitución referentes a los municipios se articularán más detalladamente al expedirse la Ley Orgánica de los Municipios del Estado de Yucatán, el 25 de enero de 1918, con 136 artículos distribuidos en doce capítulos. Los atributos y mecanismos electorales se explicitarán pocos días después en la Ley Electoral del Estado de Yucatán, expedida el 30 de enero.52 La creación de un municipio fuerte como base de un sistema político democrático era la realización de uno de los mandatos más claros de la revolución nacional, ya mencionada en el Programa del Partido Liberal de 1906 y mantenida como consigna durante el maderismo, la Convención y el constitucionalismo.53 Yucatán seguía aquí al pie de la letra este mandato y cumplía con esta tarea municipalista con más celo que otros estados, destacando en el ámbito nacional.

			Si comparamos, por ejemplo, la Constitución de Yucatán con las de Jalisco, el Estado de México y Nuevo León, y analizamos los puntos que se refieren a los temas de la soberanía, de la relación entre estado y federación y el estatus del municipio, emerge claramente la peculiaridad de Yucatán. En lo que se refiere al primer punto, soberanía, Nuevo León es el extremo del mantenimiento de prerrogativas soberanas de tipo confederal, incluso en desacuerdo con el espíritu de la Constitución federal de 1917. Yucatán representa una afirmación soberana moderada, mientras que Jalisco y, sobre todo, el Estado de México se acercan a un modelo francamente centralista. Respecto al municipio, se observa un esta­do extremadamente municipalista como Yucatán, un modelo de municipalismo mode­rado en el caso de Jalisco, y dos casos distintos de negación del municipio, el Estado de México, que somete los municipios a las autoridades superiores, recuperando el estilo centralista del Porfiriato, y Nuevo León, que niega al municipio el carácter de comunidad y se refiere a los vecinos de éste como ciudadanos-individuos de acuerdo con el dogma liberal más estereotipado. Alvarado defenderá siempre el municipio libre como una de las conquistas fundamentales de la revolución en Yucatán:

			 

			La más bella conquista filosófica que en el terreno político obtuvimos como producto del esfuerzo revolucionario, fue el municipio libre. Nada importa que, en el terreno de la realidad esa conquista no haya salido del papel en que fue consignada, salvo en uno o dos Estados de la República. Siempre nos quedará, mientras subsista como un principio constitutivo, la esperanza de que, en momentos propicios y por medio de hombres adecuados, tome forma definitiva y práctica y con ella carta de naturalización entre nosotros.54

			¿Por qué Yucatán se adentra más en la senda municipalista que otros estados? Si se deja a un lado la visión democrática de Salvador Alvarado, la respuesta se encuentra en la situación militar del estado, donde se habían desarrollado autonomías y poderes fácticos en los pueblos, pero no había auténticos poderes revolucionarios armados, como los que sí existían en otras entidades del país. En pocas palabras, se podía conceder más espacio al municipio “libre” allí donde el Estado lograba pactar con pueblos activos y protagónicos, pero que no manifestaban independencia militar. Asimismo, se podía articular el estado con la federación de una manera más independiente allí donde el poder federal efectivamente no se manifestaba con un dominio directo y donde se necesitaba dar satisfacción y desahogo a los sentimientos y tradiciones autonomistas locales.

			Paralelamente a este enorme crecimiento municipal, también el Estado aumentó sus funciones y poderes. Su naturaleza misma cambió, conforme al proyecto de Alvarado: “El título octavo es […] el más trascendental de todos los que contiene la Nueva Constitución. En él se trata del Bienestar Social y condensa las aspiraciones y los anhelos de quien cree honradamente que sólo garanti­zando el bienestar general y evitando la extorsión de la mayoría de los hombres por la minoría, puede justificarse la sangre derramada durante siete años por todos los confines de la República Mexicana”.55

			El título o sección al que se refiere el general es el 86, en el cual se define efectivamente el papel del Estado social: “Artículo 86. Todos los hombres nacen iguales, y por lo tanto tienen derecho a participar igualmente del bienestar social. El estado tiene por misión esencial distribuir el bienestar, asegurando a todos sus habitantes la libre posesión de los instrumentos de trabajo, y evitando que un grupo social explote a los otros por medio de privilegios, monopolios y el acaparamiento de la tierra”.56

			De esta fórmula —que condensa el pensamiento de Alvarado— nacieron las nuevas responsabilidades del Estado: la reglamentación del acceso a los medios de subsistencia, en especial la tierra (art. 87), vigilar la moralidad pública y la salud de los ciudadanos (art. 88), intervenir en la economía mediante la creación de industrias y empresas con participación estatal (arts. 89 y 92), crear un sistema de seguridad social, en primer lugar las pensiones para ancianos (art. 93), encargarse en modo exclusivo de la beneficencia (art. 94), poner límites a la propiedad privada según las exigencias de la sociedad (arts. 96 y 30, XL), así como encargarse de la instrucción pública, monopolizándola y definiéndola “laica, racional y gratuita” (art. 30, XV). Con estas prescripciones y definiciones, el Estado se convierte en “Estado de Bienestar” (denominación que se desprende del propio texto constitucional).

			Conclusiones

			 

			La Constitución de 1918, sin duda, llevaba a redefinir el Estado como ente político y forma de organización social. Es difícil encontrar un adjetivo apropiado para este nuevo Estado. ¿Democrático?, ¿socialdemócrata?, ¿socialista?, ¿nacionalista?, ¿socialista nacional?, ¿de bienestar? Estas fórmulas aplicadas en una época de transición del liberalismo decimonónico a la era de los Estados interventores, autoritarios y totalitarios, puede suscitar confusión. Es indudable que se presentan aquí los rasgos esenciales de un estado que se puede definir sin anacronismos como “social”, y también es válida la autodefinición como Estado de bienestar. Es un estado que rebasa las características liberales elitistas anteriores y asume nuevas tareas, como ente que garantizará el ejercicio democrático y el bienestar social. No es verdaderamente “socialista” porque la organización económica sigue descansando en la libre iniciativa individual y la propiedad privada, con algunas limitaciones;57 de hecho, en la época cardenista, la Constitución de 1918 fue definida como de tendencia “individua­lista”.58

			Desde luego, aunque Alvarado mencionara con simpatía (desde la distancia) las agitaciones sociales y políticas europeas de la posguerra, la Constitución no parece inspirada en el marxismo y mucho menos en el bolchevismo, más bien se podrían detectar ideas del socialismo utópico saint-simoniano, influencias del sindicalismo, de la incipiente socialdemocracia europea y aun del catolicismo social. Lo que Alvarado llama “socialismo de Estado” es un concepto básicamente socialdemocrático,59 y la definición de un Estado activo e interventor en la sociedad, la cultura y la economía, bien puede situarse en la senda del “socialismo nacional” expresado desde 1922, en la formación del nuevo Estado fascista italiano. Pero éste, al superar el liberalismo decimonónico, rechazaría la democracia liberal y apuntaría al totalitarismo, mientras el estado de Yucatán (como el Estado mexicano), con toda su nueva autoridad y voluntad interventora, quedaba dentro de un modelo liberaldemocrático.60

			En la Carta Magna, en suma, se pueden percibir diversas aportaciones y flujos ideológicos propios de una época convulsionada, de transición, en la que se propagan y experimentan diversos modelos. 

			Está claro que la nueva Constitución continuaba en la línea de las anteriores tendencias progresistas que habían llevado, durante el gran periodo de las reformas molinistas, al crecimiento del poder del Estado y a la penetración de éste hacia abajo, chocando contra las autonomías y los poderes territoriales locales. La construcción de un Estado fuerte no era una novedad de la Revolución, era una tendencia ya presente durante el Porfiriato, pero entonces se implementó de manera excluyente y elitista, lo que llevó a poner entre paréntesis los referentes democráticos, posponer la inevitable tarea de ensanchar las bases de legitimidad del Estado, dejar fuera o al margen a diversos actores políticos y sociales, avanzar poco en la tarea de brindar al pueblo condiciones decentes de bienestar, y aceptar la persistencia de poderes paralelos y particulares. La ineficacia para resolver el problema del trabajo, la anémica acción para el progreso educativo, la falta de sinergia con los grupos de la sociedad civil y la negación de la vida política municipal eran el ejemplo de este modo de proceder, que había causado descontento y rechazo en amplios sectores de la población peninsular.

			Así, en 1915-1918, se trataba de reanudar el empuje modernizador estancado y ambiguo, atrapado en un modelo elitista liberal que ya era disfuncional y estaba fuera de sintonía con los tiempos. Había que deslindar definitivamente la relación entre la federación y el estado, aclarando que no había “soberanía” estatal sino sólo autonomía en un ámbito federal. Había que reformular los fundamentos de un Estado democrático al darle educación y cultura ciudadana al pueblo, y capacidad de gestión autónoma a los municipios. Había que hacer efectivo el bienestar social, mediante la regulación del trabajo, el acceso a la tierra y la libertad del mercado, y activar además dispositivos de intervención directa del Estado en todos estos aspectos para regular, administrar, educar, proteger y fomentar.

			Esta transformación tenía en cuenta las tensiones y aspiraciones de un abanico amplio de actores sociales: los pueblos, penalizados y desilusionados por la modernización parcial y elitista; los grupos empresariales locales desplazados por los monopolios y marginados por las trabas a la libre competencia en el mercado; los sectores clasemedieros, obstaculizados de igual forma por un sistema que tardaba en abrirse a la libre iniciativa y a su ascenso social; los obreros, controlados y vigilados, deseosos de expresarse y mejorar sus posiciones; los funcionarios del Estado, que ansiaban continuar la expansión de éste y, en fin, otros sectores heterogéneos que pedían más intervención del Estado, más garantías y derechos políticos y el restablecimiento de la autonomía estatal en un ámbito federal. 

			En este sentido, el Estado revolucionario intentó conciliar intereses y exigencias múltiples, dando una respuesta también a la movilización y las aspiraciones de los sectores populares, que habían desafiado y deteriorado la autoridad del Estado a partir de 1909 cuando comenzó la crisis del Estado liberal porfirista. Finalmente, si el nuevo Estado quería avanzar en un entramado político-territorial fracturado y en proceso de reconstrucción desde abajo, tenía que ofrecer la satisfacción de algunas demandas populares, incorporándolas en el discurso político y en las instituciones.

			La nueva Constitución, en suma, no fue un plan elaborado por un equipo de ingenieros sociales dirigidos por un caudillo genial e impuesto desde arriba mediante la fuerza militar. Tampoco fue el mero reflejo y aplicación de la Carta Magna federal de 1917. Fue más bien el resultado de una larga trayectoria a la vez local y nacional, donde se experimentó con aciertos y errores, se expresaron intereses, ambiciones, sueños y proyectos. Fue, sin duda, un hito histórico y un legado para la posteridad en Yucatán y en México.
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			II. El año después 

			Ajustes yucatecos a la nueva Constitución

			Dulce María Sauri Riancho*

		

		
			Las decisiones que tomaron los diputados del Constituyente de Querétaro tuvieron profundas repercusiones en los estados. En las entidades federativas se vivieron y asimilaron de distinta forma los cambios registrados en el articulado de la nueva Constitución. Las circunstancias prevalecientes en el periodo de su discusión y puesta en vigor definieron las respuestas y las reacciones de apoyo o resistencia entre los distintos grupos sociales. En algunos casos, las medidas tomaron por sorpresa a los destinatarios, en particular aquellas que influyeron en la permanencia o remoción de quienes habían ejercido el gobierno en los estados, nombrados en función de las necesidades político-militares del constitucionalismo, pero que, a partir del 5 de febrero, habrían de regirse por las nuevas normas aprobadas.1 En este capítulo se abordarán los resultados más relevantes de su aplicación en Yucatán.

			La aprobación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos tuvo efectos sobre cuatro cuestiones de relevancia para Yucatán: Uno, la sobrevivencia y destino de la Comisión Reguladora del Mercado de Henequén, institución sobre la cual descansaba la economía yucateca. Dos, las facultades de investigación de las que fue investida la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre cualquier hecho que presuntamente representase una violación de garantías individuales o del voto público. Tres, la formulación de la Constitución Política del Estado de Yucatán. En el caso de la Reguladora, la redacción aprobada del artículo 28 garantizaba la continuación de su existencia. En el segundo, los hacendados henequeneros, sus enemigos por la forma en que operaba, habrían de apelar al artículo 97 para intentar anularla. En el tercero, la Constitución yucateca, sus disposiciones en materia de bienestar social y del papel asignado al Estado para lograrlo, fueron más allá de los márgenes trazados por la Constitución federal. El cuarto punto fue el relativo al requisito de residencia o vecindad de cinco años para ser gobernador de una entidad federativa que, al establecerse, obligó a un relevo político no esperado por el grupo en el poder, y cuyas consecuencias afectaron a mediano plazo el rumbo del desarrollo de Yucatán y, en particular, la fortaleza de sus instituciones henequeneras. A continuación, se abordará cada uno de estos aspectos, comenzando por el relativo a la inelegibilidad de Salvador Alvarado como primer gobernador constitucional de Yucatán, punto de partida de lo que pasó después. El análisis está concentrado en los meses siguientes a la aprobación de la Constitución federal y al primer año de su plena vigencia, 1918, cuando se manifestaron los primeros efectos del cambio en las condiciones que habían imperado en Yucatán desde 1915. 

			 

			Un requisito que cambió el rumbo: 

			El debate sobre el artículo 115 constitucional

			 

			El arduo trabajo de los diputados constituyentes estaba por finalizar. Dos días antes del cierre de los debates, los legisladores yucatecos podían palpar su éxito en la inscripción en la Carta Magna de los principales tópicos que habían propuesto y defendido.2 Enrique Recio había sido electo integrante de la Primera Comisión de Constitución, encabezada por Francisco J. Múgica. Héctor Victoria Aguilar había logrado hacer escuchar su voz en el debate del artículo 5º, el 12 de diciembre, cuando su experiencia como mecánico de los Ferrocarriles Unidos de Yucatán le permitió ilustrar los aspectos más relevantes de una legislación favorable a la causa de los obreros, tal como había sucedido con la Ley del Trabajo expedida por el gobernador Salvador Alvarado.3 Cuatro de los constituyentes yucatecos participaron con éxito en el debate del día 17 de enero sobre el artículo 28, para defender el dictamen de la comisión que exceptuaba a la Comisión Reguladora del Mercado de Henequén de ser considerada monopolio y, por consiguiente, prohibida. 

			En las últimas sesiones de trabajo del Constituyente, sólo quedaba un punto por abordar, percibido como delicado por el grupo yucateco. Tenía que ver con los requisitos para ser gobernador de un estado de la federación. La iniciativa del Primer Jefe sólo consideraba la condición de ser mexicano por nacimiento para estar en aptitud de ser elegible como gobernador constitucional. Debido a los antecedentes de los cambios acordados a la iniciativa original durante los debates, todo indicaba que esta cuestión iba a quedar subsumida en la discusión sobre las facultades de los ayuntamientos, en particular las de naturaleza fiscal. Además, había un antecedente que alimentaba expectativas sobre alguna excepción, como sucedió en el debate sobre los requisitos para ser presidente de la República, que estipulaban la condición de no estar en activo, en caso de pertenecer al ejército, noventa días antes de la elección.4 Desde luego, de haber prosperado en esos términos, el jefe Carranza hubiera quedado impedido para postularse en cuanto entrase en vigor la nueva Constitución. No sucedió de esa manera porque el párrafo final del artículo 1º transitorio incluyó la excepción necesaria. 

			En Yucatán, numerosos grupos se habían manifestado sobre la posible candidatura de Salvador Alvarado al gobierno de la entidad. El proyecto renovador de Alvarado había generado un considerable número de leyes y decretos que repercutían en todos los órdenes de la vida del estado. Incluso, algunas de sus iniciativas, como la celebración de dos congresos feministas, en enero y noviembre de 1916, se vinculaban al presunto interés de incrementar su posible base electoral con la participación de las mujeres. Sólo hacían falta las reglas que expediría el Congreso de la Unión para que Alvarado fuera postulado y electo como primer gobernador constitucional de Yucatán.

			El 24 de enero de 1917, en su 59º sesión ordinaria, el Constituyente abordó la discusión del dictamen sobre el artículo 115 constitucional. Había posiciones encontradas respecto a las atribuciones de los ayuntamientos, a grado tal que fue necesario convocar a una sesión vespertina, la 60º, para continuar los debates. Aun así, la fracción II, relativa a las atribuciones municipales para administrar su hacienda, fue rechazada por una amplia mayoría, lo que obligó a sustraerla de la votación, que se llevó a cabo al siguiente día, jueves 25.5 En medio del apasionado intercambio de argumentos, la atención yucateca se concentraba en el párrafo final del artículo 115, en su fracción III: “Sólo podrá ser gobernador constitucional de un estado un ciudadano mexicano por nacimiento”.6 

			Cuando el pleno abordó la discusión del párrafo de especial interés para los legisladores yucatecos, los diputados Amador Lozano (IV distrito, Distrito Federal) y Samuel de los Santos (X distrito, San Luis Potosí) encabezaron la lista de proponentes de una adición al proyecto de dictamen, en el sentido de que además de la exigencia de ser mexicanos por nacimiento, se incorporara el requisito de que los gobernadores fueran nacidos en el mismo estado. El diputado por el XIV distrito del Estado de México, Enrique A. Enríquez subió a la tribuna para manifestarse a favor de la propuesta que, dijo, había presentado la dipu­tación hidalguense. En su argumentación señaló que los nativos tenían para su entidad natal “un cariño más acendrado, tiene mayores relaciones, parientes, amigos”.7 En el mismo sentido se pronunció Alberto M. González, del III distrito de Hidalgo,8 no sin antes señalar al presidente de la mesa de debates que había hecho caso omiso de la propuesta hidalguense. Manuel Herrera (IX distrito, Cuicatlán, Oaxaca) argumentó a favor del dictamen de la comisión, por considerar que deberían ser los congresos locales los que determinaran las condiciones en las cuales podía ser electo un gobernador. Por su parte, el yucateco Enrique Recio se manifestó por dejar en sus términos el dictamen, pues —adujo— “ahora que se trata de los nuestros venimos a levantar en plena Asamblea la tienda de campaña del localismo”. Además, argumentó, “ha habido algunos estados de la república que han sido completamente reaccionarios en la contienda política y en esos estados no tenemos elementos de fuerza e inteligencia suficiente para encauzar la opinión”. Pero si finalmente una mayoría se pronunciaba por implantar el requisito del plazo de residencia, Recio solicitó “que a partir de 1921 se tomen en consideración las proposiciones que han hecho los otros oradores”.9 Por su parte, Ismael Pintado Sánchez (IX distrito, Tulancingo, Hidalgo) defendió la iniciativa atribuida a sus compañeros hidalguenses, como una manera de evitar que los comandantes militares designados gobernadores por el constitucionalismo continuaran al mando.10

			Heriberto Jara, de la comisión dictaminadora, argumentó que respecto a los gobernadores sólo se habían establecido los mismos requisitos que para el presidente de la República. Respondió Crisóforo Rivera Cabrera (distrito XV, Tehuantepec, Oaxaca), quien criticó al diputado yucateco Recio por su compromiso con el general Alvarado y a Manuel Herrera, oaxaqueño también, por su relación con el general Agustín Castro.11 El intercambio de acusaciones fue intenso. Los proponentes del requisito de residencia denunciaban que la comisión dictaminadora pretendía favorecer a determinada personalidad; que al omitirlo habría imposición de gobernadores en toda la república, “y la dejamos en las mismas circunstancias en que estaba antes de la revolución”. Por su parte, Heriberto Jara, presidente de la dictaminadora, sintiéndose aludido, rechazó ser instrumento de “no sé qué maquinaciones” y, a la vez, dio a conocer las pugnas entre estados.12 El desorden cundió, por lo cual se procedió a levantar la sesión que se reanudó —como señalamos antes— el 25 de enero, cuando se sometió a votación el dictamen con las modificaciones solicitadas, de tal manera que en el párrafo final del artículo 115 constitucional quedó la vecindad no menor de cinco años anteriores al día de la elección como uno de los requisitos para poder ser gobernador de un estado de la federación.13

			 

			Noticias de las nuevas reglas en Yucatán

			Desde mediados de 1916, el Partido Liberal Constitucionalista (plc), en alianza con el Partido Socialista Obrero (pso), promovieron la candidatura de Venustiano Carranza para la presidencia y la de Salvador Alvarado para el gobierno de Yucatán. Con esa elección en la mira, en noviembre de ese año, el plc solicitó al Congreso del Estado se declarase al gobernador Alvarado “ciudadano distinguido de Yucatán”.

			Las páginas de La Voz de la Revolución dan cuenta de mítines y reuniones partidistas encabezados por Salvador Alvarado en distintas poblaciones de la entidad, como parte de una campaña abierta en busca de su postulación. Las noticias de lo acontecido en Querétaro la mañana del 25 de enero obligaron a Salvador Alvarado y a sus seguidores a pensar en salidas políticas. El 5 de febrero de 1917, el mismo día de la promulgación de la Constitución en Querétaro, se efectuó una concentración tumultuaria en las calles de Mérida, en respaldo a la candidatura de Alvarado al gobierno de la entidad. No fue sino hasta el 28 de febrero, más de un mes después de la aprobación del nuevo artículo 115 constitucional, cuando el militar sinaloense hizo pública su decisión de no buscar la posible candidatura, acatando el requisito de residencia previa establecido en su último párrafo.14 

			La imposibilidad de postularse para las elecciones que habrían de realizarse el primer domingo de noviembre de 1917, llevó a Salvador Alvarado a impulsar la candidatura de Carlos Castro Morales, antiguo empleado ferrocarrilero y presidente del Partido Socialista Obrero.15 Meses antes, en la Ciudad de México, se había fundado el Partido Liberal Yucateco,16 que postuló al coronel Bernardino Mena Brito como su candidato al gobierno, al igual que los partidos Demócrata Independiente y Humanista, con sus respectivos candidatos, aunque estos últimos se retiraron de la contienda ante el ambiente de violencia que prevaleció durante las campañas. El 4 de noviembre de 1917 fue electo Carlos Castro Morales, candidato por el Partido Socialista de Yucatán (psy), como primer gobernador constitucional de Yucatán con 98.96 por ciento de los votos.17

			Ante las nuevas circunstancias políticas, Salvador Alvarado se vio en la necesidad de adoptar medidas para lograr que su legado trascendiera el final de su mandato, más allá de su influencia en la nominación del candidato a la gubernatura por parte del Partido Socialista de Yucatán. La formulación y aprobación de la nueva Constitución Política del Estado de Yucatán se volvió una cuestión fundamental, en el sentido de consagrar el pensamiento y la acción del régimen alvaradista en Yucatán. 

			 

			La constitución política del Estado Libre
y Soberano de Yucatán

			 

			El pensamiento político de Salvador Alvarado

			y su trascendencia en Yucatán

			Hay coincidencia entre los especialistas en este periodo —Paoli, Canto, Sierra—,18 en que Salvador Alvarado desarrolló su pensamiento político a partir de su experiencia de gobierno en Yucatán. Significa que no acudió con un modelo de desarrollo predeterminado para aplicar en la entidad, sino que, con los principios básicos de su formación, fue adaptando y moldeando su proyecto de acuerdo con las condiciones particulares de la entidad y las características de las relaciones sociales. Por eso es válida la consideración sobre el “encuentro” entre un tomador de decisiones, seguidor de George y de los fabianos, y una institución como la Comisión Reguladora del Mercado de Henequén, cuyo eficaz funcionamiento a partir de la clara intervención estatal podría proveer los recursos económicos necesarios para emprender la transformación de otros sectores y áreas de la sociedad y la economía de Yucatán. Con estos elementos, es posible afirmar que Alvarado desarrolló en Yucatán la idea germinal de la denominada “economía mixta”, como una forma de asociación entre el Estado y los particulares para promover el desarrollo, que imperó nacionalmente como modelo de organización económica y de discurso político hasta 1988.

			En consecuencia, es pertinente señalar que el socialismo de Estado de Alvarado responde a una ideología que se materializa en normas, políticas e instituciones que transformaron la vida de Yucatán. Las acciones del gobierno alvaradista en materia económica no se mantuvieron en los límites de la actividad henequenera, sino que, en respuesta a una visión integral sobre el desarrollo de la entidad, tuvieron efectos en la creación de otras instituciones, fuera del campo de acción directo de los asuntos henequeneros. La intervención estatal en la economía en esta etapa representó el surgimiento del “Estado empre­sario”, como responsable de asumir el liderazgo y los riesgos de apertura de nuevas actividades que brindaran perspectivas más amplias a la economía y la sociedad yucatecas.

			 

			Las acciones de Alvarado para el mejoramiento
de la operación henequenera

			Desde noviembre de 1915 hasta noviembre de 1918 la Comisión Reguladora del Mercado de Henequén19 “vendió 2 386 025 pacas, con valor líquido de 190 619 930.18 pesos oro nacional”.20 Yucatán pagaba al año impuestos por valor de 25 501 070 pesos; de ellos correspondía a la federación 72 por ciento, 18 253 000 pesos.21

			Uno de los factores más importantes para la comercialización y exportación de la fibra era la disponibilidad de carros de ferrocarril para el traslado de las pacas de henequén hasta las instalaciones portuarias de Progreso, para ser embarcadas a su destino final. Tarifas de transporte, costo y tiempo de las maniobras, así como la disponibilidad de embarcaciones por parte de las líneas navieras que proporcionaban el servicio hacia distintos puertos del mundo, constituían asuntos muy sensibles para los productores y para la propia Comisión Reguladora. El gobierno constitucionalista incautó los Ferrocarriles Unidos de Yucatán (fuy) el 15 de mayo de 1915, poniendo fin al dominio de los hacendados henequeneros sobre los mismos. La expropiación de los fuy, conjuntamente con el establecimiento de los “contratos de asociación comercial en participación”,22 garantizó el traslado de la fibra hasta Progreso. Sin embargo, la transportación marítima experimentaba grandes dificultades, agravadas por los requerimientos de la guerra que se desarrollaba en Europa. El gobierno del estado decidió intervenir para resolver el problema.

			La importancia de las comunicaciones marítimas para Yucatán había sido reconocida por Alvarado en su “Carta del general Alvarado al pueblo de Yucatán”, del jueves 8 de junio de 1916. Días antes, en la “Carta” del 5 de mayo, Alvarado había informado de la adquisición de ocho vapores —de nombres México, Jalisco, Coahuila, Tamaulipas, Oaxaca, Tabasco, Tehuantepec y Sofía—, pagando por ellos 4 250 000 dólares americanos.23 

			La Compañía de Fomento del Sureste de México, S.A., fue constituida por decreto de fecha 3 de mayo de 1916 con un capital de cien millones de pesos oro nacional, que después quedó reducido a cinco millones de pesos, suscritos por el estado, 2 865 000 pesos; por la Comisión Reguladora, dos millones de pesos y el resto, por algunos inversionistas particulares.24 Alvarado señaló que la obtención del costo más bajo de producción para el henequén era el “problema vital” que debía enfrentar su gobierno. Afirmaba que producir a un costo inferior no era posible “por el estado defectuoso del puerto de Progreso, por lo costoso del combustible; por las difíciles condiciones de la red ferroviaria del Estado; por los defectos de la maquinaria empleada para la desfibración, y por la falta de comunicaciones adecuadas entre Progreso y los demás puntos de la República y del extranjero”.25

			Para atacar esos problemas fundó la citada compañía. Ésta pudo establecer una línea de navegación entre Progreso y Nueva Orleans, obtener una concesión para un Banco Refaccionario, construir en Progreso una estación terminal modelo para el servicio de petróleo, perforar el primer pozo de petróleo en el estado —“que ha llegado ya a 31.10 pies, con indicios muy favorables”—, emprender la construcción de un tren modelo de maquinaria para la desfibración del henequén y adquirir el control de los Ferrocarriles Unidos de Yucatán (fuy).26

			Es factible que en 1916 Salvador Alvarado considerase muy cercana la posibilidad de ser electo primer gobernador constitucional de Yucatán. El conjunto de decisiones adoptadas para fortalecer la capacidad productiva de la actividad henequenera y, al mismo tiempo, mantener el control estatal sobre la misma, así lo indican. Sin embargo, el impedimento constitucional para postularse en 1917, se tradujo en la necesidad de conformar un entramado legal que garantizara permanencia a las instituciones y continuidad a las políticas henequeneras una vez que concluyese su gobierno. 

			 

			Cómo asegurar la calidad y la comercialización
de la fibra de henequén

			Mediante la aprobación de tres instrumentos legales, Salvador Alvarado pre­tendió fortalecer las prácticas que habían llevado a incrementar en forma notable el volumen, calidad y precio del henequén comercializado en el exterior en el periodo 1915-1917, al mismo tiempo que fortalecía la intervención estatal en su cultivo. 

			Alvarado expidió un decreto en abril de 1917, en el cual prevalece la intención de cuidar la calidad de la fibra. La norma declaraba “de interés público” el peso y la clasificación del henequén producido en el estado de Yucatán.27 Dicha legislación establecía la competencia del Poder Ejecutivo en la materia; señalaba que serían los pesadores y clasificadores oficiales, nombrados conforme a la ley, quienes resolvieran las controversias en la materia. En su artículo 4º definía la composición del cuerpo de nueve funcionarios: el jefe del cuerpo de pesadores y clasificadores oficiales, nombrado por el Ejecutivo del estado, y los ocho integrantes, nombrados por los productores henequeneros.

			El 17 de enero de 1918, en los últimos días de su mandato como gobernador, Alvarado envió al Congreso una iniciativa de “Ley que organiza y reglamenta el cultivo y la explotación del henequén en el Estado y establece las funciones de la Comisión Reguladora del Mercado de Henequén”, misma que fue aprobada. Destaca que en su Título Segundo, consagra la co-asociación legal de los productores, en cuyo artículo 99 señala: “La co-asociación de los productores henequeneros consiste en la obligación que todos tienen de entregar su producto a la Comisión Reguladora para que ésta, en representación de ellos, solicite y obtenga el mejor precio posible, según mercado”. En el capítulo noveno, “Del Fondo de Defensa del Henequén”, se establecen los mecanismos financieros para integrarlo y operarlo.28 

			La idea de industrialización de Alvarado se explayó a plenitud en la ley que organiza y reglamenta la industrialización del henequén en el estado, aprobada también en enero de 1918, en la cual se establece que dicha industrialización “es de interés público y merece especial protección del gobierno”. En la misma se autoriza a la Comisión Reguladora del Mercado de Henequén a “ayudar a que particulares o compañías establezcan fábricas o manufacturas de henequén”.29

			Con estas acciones descritas, es posible afirmar que en los últimos meses de su mandato, Salvador Alvarado buscó proteger las facultades de la Comisión Reguladora del Mercado de Henequén, institución creada para regular y proteger la principal fuente de riqueza del estado, que era la producción henequenera. Pero faltaba garantizar el papel del Estado en el desarrollo de Yucatán, y eso sólo era posible si se plasmaba en su Constitución.

			 

			Título Octavo de la Constitución. “Del Bienestar Social”:
Legado de Alvarado

			La publicación de la Constitución del estado fue uno de los últimos actos políticos que Alvarado realizó como gobernador de Yucatán.30 El análisis de su articulado refleja fielmente la visión política del entonces gobernante de Yucatán. En particular, el Título Octavo, “Del Bienestar Social”, expresa en forma nítida la materialización del pensamiento político de Salvador Alvarado en cuanto a la responsabilidad del papel del Estado en el desarrollo de la sociedad. Cada uno de los once artículos que lo componen, del 86 al 96, así lo señalan: “Artículo 86. Todos los hombres nacen iguales y, por tanto, tienen derecho a participar igualmente del bienestar social. El Estado tiene por misión esencial distribuir el bienestar, asegurando a todos sus habitantes la libre posesión de los instrumentos del trabajo, y evitando que un grupo social explote a los otros por medio de privilegios, mo­nopolios y el acaparamiento de la tierra”.

			La Constitución enunciaba que era deber del Estado “velar por el mejoramiento e impulso de la Agricultura, el Comercio y de la Industria”. De esta manera, se abrió la posibilidad para su intervención en la economía: “Artículo 89. El Estado tiene el deber de velar por el mejoramiento e impulso de la Agricultura, del Comercio y de la Industria. Por consiguiente, el Ejecutivo, en representación del Estado, podrá legítimamente ser comerciante, industrial o agricultor, con el fin de introducir en la Agricultura, Comercio e Industria, nuevos procedimientos, o para defender el bienestar general, previa la aprobación del Congreso”.

			El régimen de economía mixta fue perfilado tempranamente en la disposición que autoriza al Ejecutivo a tomar parte en compañías mercantiles o agrícolas: “Artículo 92. El Ejecutivo, en representación del Estado, puede lícitamente tomar parte en compañías mercantiles o agrícolas, con el fin de impulsar la prosperidad general, previa la aprobación del Congreso”.

			Una visión temprana de la seguridad social quedó plasmada en el artículo 93: “Corresponde al Estado crear, a la mayor brevedad posible, el mutualismo, estableciendo un sistema perfecto de pensiones, retiros, seguros e indemnizaciones, que garanticen al ciudadano de los azares de la vida”.

			El compromiso del Estado de velar por la protección de la ciudadanía fue esta­blecido en el siguiente artículo, relativo a la responsabilidad exclusiva del Estado sobre la beneficencia pública: “Art. 94. […] El Estado debe ser la mano bienhechora que proporcione a los ciudadanos el mayor bienestar posible, impidiendo su explotación y procurando que cada uno trabaje en su propio beneficio”.

			En consecuencia, era obligación del Estado hacer valer la prohibición de un conjunto de actividades que podrían poner en riesgo el bienestar de los ciudadanos, como el consumo de bebidas embriagantes, corridas de toros y peleas de gallos, prostíbulos y “trata de blancas”, juegos de azar y toda clase de loterías y rifas, “inclusive el comercio con billetes o números […] de fuera del Estado” (artículo 88, f. V).

			Si bien la Constitución federal estableció en su artículo 31 la obligación de los mexicanos de “Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación como del Estado y municipio en el que residan, de manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes”, en este Título VIII de la Constitución de Yucatán se consignó que la obligación fundamental corría por parte del Estado para reducir gravámenes excesivos: “Artículo 91. El Estado debe tratar de reducir las contribuciones a su más simple expresión a fin de que el Pueblo no sea oprimido con impuestos innecesarios”. En particular, sobresale la pretensión de establecer un impuesto único, vinculado al valor de la tierra: “Artículo 90. El Estado debe tender a eliminar las contribuciones indirectas que son tan onerosas para el Pueblo, tratando de establecer un solo impuesto: el de la renta de la tierra”.

			El último artículo de este apartado consigna que “El Estado no tiene límites en lo relativo a modificar la propiedad privada en beneficio general” (art. 96), es decir, que el bienestar colectivo debía prevalecer sobre el de los individuos y se dotaba al estado de los instrumentos legales para lograrlo. 

			La Constitución yucateca de 1918 fue, por su visión y por los alcances de la intervención del Estado en el desarrollo económico y social, mucho más allá de la Carta Magna federal aprobada en Querétaro. La experiencia de Yucatán nutrió el pensamiento de Salvador Alvarado sobre la situación y alternativas para el país en su conjunto. Su obra La reconstrucción de México31 y la conferencia titulada “El problema de México”,32 así lo indican.

			Al concluir su responsabilidad en el gobierno yucateco, el camino político de Alvarado parecía trazado hacia una presencia nacional. Paoli afirma que, aunque nunca lo puso por escrito, “está claro que Alvarado se empezó a preparar para gobernar el país. Su visión nacional se completaría cuando fue designado secretario de Hacienda”.33 Sin embargo, Alvarado vería en el mismo año 1918 el deterioro de las bases económicas y políticas sobre las cuales conformó su legado.

			 

			El año después de 1917: Término de la prosperidad
e inicio de la crisis

			 

			En 1918 concluyó la Primera Guerra Mundial. La paz significó para los trusts estadounidenses la reapertura de las fuentes de abastecimiento de fibras duras alternas al henequén yucateco, comenzando por la International Harvester. Existe un debate abierto sobre las consecuencias de los altos precios que impuso la Reguladora a los compradores norteamericanos durante la guerra. En aquel momento se señaló que resultaba contraproducente aprovecharse de la imposibilidad de éstos de obtener la materia prima de otros lugares que no fueran Yucatán. Miguel Ángel Menéndez dice que: “Anhelaba desquite (el consumidor norteamericano). Quienes gobernaban la república, quienes Yucatán, no quisieron darse cuenta de que no podrían ser sostenidos los precios altos. Quisieron sortear la situación a impulsos de milagro”.34 

			El primero de febrero 1918 tomó posesión del gobierno yucateco Carlos Castro Morales en sustitución del general Salvador Alvarado. Éste habría de permanecer en la entidad hasta noviembre, en calidad de comandante militar de la Región Sureste, con sede en Mérida. En los meses siguientes, la situación económica y política de Yucatán habría de registrar intensas turbulencias. La respuesta de los hacendados henequeneros no se hizo esperar.

			 

			La élite yucateca y las facultades de investigación
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación

			 

			Las nuevas facultades de investigación de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación

			El proyecto del artículo 97 constitucional sometido por el Primer Jefe al Consti­tuyente incluía, en su tercer párrafo, la facultad de la Suprema Corte de Justicia de integrar una comisión investigadora sobre algún hecho que presuntamente representase una violación de garantías individuales o del voto público. Inscrito en el artículo que consagraba los principios de independencia y autonomía del Poder Judicial de la Federación, sus formas de organización y facultades, Venustiano Carranza pretendía resolver de esa manera una posible invasión de competencias, fuente de tensiones, en particular entre el Legislativo y el propio Poder Judicial, así como plantear una vía de revisión jurisdiccional de los procesos electorales.35 Fue aprobado en los términos del proyecto carrancista en la sesión del 21 de enero 1917: 

			 

			Podrá también la Suprema Corte de Justicia de la Nación […] alguno o algunos de sus miembros […] o designará uno o varios comisionados especiales, cuando así lo juzgue conveniente o lo pidiere al Ejecutivo federal, o a algún Estado, únicamente para que averigüe la conducta de algún juez magistrado federal o algún hecho o hechos que constituyan la violación de alguna garantía individual, o la violación del voto público o de algún otro delito castigado por la ley federal.36

			 

			Los actores: Nueva organización de hacendados
henequeneros

			Unas semanas después del inicio del gobierno de Carlos Castro Morales, el 15 de abril de 1918, se constituyó la Asociación de Hacendados Henequeneros, que sumó a 368 productores.37 Su objeto era “promover todo cuanto tienda a la conservación, fomento y defensa de la agricultura e industria henequenera y cuanto con ellas se relacione en la Península de Yucatán”.38

			El momento político de la conformación de la Asociación de Hacendados Henequeneros era muy complejo, pues el relevo gubernamental se había efectuado en medio del descenso de los precios de la fibra de henequén en el mercado estadounidense. Entonces, la oposición de los hacendados henequeneros a la estrategia de entrega obligatoria de su producción se manifestó a plenitud. La inconformidad había sido acallada por los elevados ingresos provenientes de los precios récord que alcanzaron las exportaciones de fibra yucateca, que habían beneficiado directamente a los hacendados henequeneros. No obstante lo anterior, al comenzar la caída de las cotizaciones de la fibra, sin la presencia ni autoridad que emanaba de Alvarado, los hacendados de la nueva agrupación hicieron un diagnóstico muy negativo de la situación imperante en Yucatán:

			 

			estando fuerte y seriamente amenazada la completa destrucción en la Península de Yucatán, la agricultura henequenera, por causas que son de pública notoriedad, y teniendo en cuenta que tal destrucción, al aniquilar el fruto de tantas décadas de penoso y constante trabajo, no sólo implicaría la ruina personal de los otorgantes, sino también la de ambos Estados Peninsulares, cuya vitalidad económica tiene por base principal y casi única el cultivo del henequén […] estimando que al seguir las cosas por la senda que llevan llegarían a producirse grandes trastornos en todas las capas de la sociedad, puesto que, en la Península Yucateca, todos, directa o indirectamente, viven a expensas del único producto que su suelo rinde en cantidades comerciales; atendiendo no sólo al grito de su personal interés, sino a la voz del patriotismo que los impele a conjurar el magno cataclismo que ya se cierne pavoroso sobre el inmediato porvenir de esta tierra que tantos infortunios ha tenido en los pasados tiempos.39

			El principal propósito de la naciente agrupación era la desaparición de los contratos de “asociación en participación” que los obligaba a entregar su fibra a la Reguladora y, en consecuencia, pugnaban por el restablecimiento del “libre mercado”. En la misma asamblea constitutiva, la Asociación de Hacendados nombró a diez mandatarios para realizar gestiones y representar sus intereses ante las autoridades estatales y federales.40

			La respuesta de los funcionarios del gobierno de Yucatán a las demandas de los hacendados henequeneros de esta asociación fue considerada como insuficiente, por lo que instruyeron a sus representantes a interponer un recurso ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn), solicitando su intervención en el marco del recién aprobado artículo 97 constitucional.

			 

			Los hacendados yucatecos interponen la solicitud
de investigación

			Oficialmente, la scjn contaba con un memorial de la Asociación de Hacendados Henequeneros de Yucatán, en el que solicitaban que se practicara la investigación consignada en el artículo 97 constitucional, por denuncia de violación de garantías individuales, en este caso, de la libertad de comercio, y por la comisión de un delito castigado por la ley federal (emisión y circulación de moneda).41 Asimismo, se dio cuenta de un memorial de los apoderados de la Comisión Reguladora, por el cual solicitaban desestimar la anterior petición. Con base en estos elementos, el ministro Santiago Martínez Alomía elaboró un dictamen, mismo que fue sometido a discusión. 

			En la sesión del 17 de enero de 1919, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación42 abordó el proyecto de resolución sobre el recurso presentado por la Asociación de Hacendados Henequeneros. De las versiones taquigráficas de la sesión, se desprenden los siguientes argumentos del “grupo de agricultores [que] forman el 60 por ciento de los propietarios de fincas en Yucatán”. Éstos denunciaron que existía en la entidad un monopolio ejercido por una institución oficial, la Comisión Reguladora, a la que obligatoriamente había que entregar toda la producción de fibra mediante un contrato que, también de manera coercitiva, los hacendados tenían que firmar. Éstos expresaron que en Yucatán no había libertad para el cultivo del henequén; que se había extendido el monopolio hasta las bodegas y almacenes donde se depositaba su fibra. Que para mantener la situación se habían puesto en circulación “ciertos valores fiduciarios emitidos por la Comisión Reguladora”. El ministro Colunga destacó un cargo que consideraba “de gravedad”:

			 

			Se dice que el Gobierno de Yucatán ha reconocido cierta entidad jurídica a ciertas asociaciones llamadas ‘ligas de resistencia’ contra los hacendados, que cometen toda clase de atentados y que estos hechos quedan impunes; que el gobierno de Yucatán no las persigue, sino que las tolera por el contrario y se complace en estos atentados. 

			De suerte que los hacendados henequeneros, para poder disfrutar de las garantías necesitan incorporarse a la Comisión Reguladora. En otros términos, se presentan esas ligas de resistencia como una especie de círculo de sangre y fuego, en connivencia con el Gobierno, para mantener a los henequeneros dentro del campo de acción de la Comisión Reguladora. También se dice que el Gobierno de Yucatán ha emitido papel moneda y lo tiene en circulación.43

			En estos párrafos están incluidas las acusaciones centrales: se violaba la libertad de comercio al obligar a los hacendados henequeneros a entregar la fibra al monopolio de la Reguladora a través de los contratos de asociación y por la presión de las ligas de resistencia, y se violentaba la ley federal que establecía la exclusividad del gobierno federal para emitir billetes y acuñar moneda. Por lo tanto, ambas violaciones estaban directamente relacionadas con las disposiciones del artículo 28 constitucional.

			Buena parte del debate entre los ministros (unos a favor de la creación de la co­misión investigadora de los hechos denunciados, otros en contra) se concentró en la definición y los alcances de las facultades investigadoras de la scjn, en los lí­mites de la jurisdicción de los Poderes Judicial y Ejecutivo, en el equilibrio en­tre las funciones investigadoras de la scjn y la soberanía de los estados, es decir, la naturaleza del pacto federal. El ministro González recordó que fue “el ca­so típico de Yucatán el que se tuvo en cuenta para aprobar el artículo 28, tal como hoy existe en la Constitución”. A la pregunta sobre un posible daño si la Cor­te decidiese en sentido negativo, respondió el ministro González que los hacendados henequeneros podían acudir a los tribunales, tanto federales como locales, para ser atendidos; pero que si la Suprema Corte resolvía integrar y mandar a la comisión:

			 

			habría dado la Corte una resolución, una sentencia que sería comentadísima en los Estados Unidos, que sería propicia para que la Cía. Reguladora no pudiera ejercitar allí ninguno de sus actos en el momento que tiene setecientas mil pacas por valor de muchos millones de pesos y se vería contrarrestada por una de estas maniobras, haciendo una destrucción enorme de fortuna, ya no digo sólo para los henequeneros, sino para todo el Estado de Yucatán y para toda la República indirectamente.44 

			 

			Al igual que el ministro González, el ministro Urdapilleta se opuso a integrar la comisión investigadora. Además de las consideraciones jurídicas, aportó un análisis sobre el comercio de materias primas (agrícolas, de minerales preciosos como la plata), que juzgó como siempre desfavorable para el país:

			 

			La historia de la depresión de estas fibras (henequén) ha sido verdaderamente atacada siempre, siempre ha estado bajo la férrea mano de un gran trust en los Estados Unidos y jamás el productor yucateco y menos el peninsular, que también en el estado de Campeche se producen estas fibras, no ha sido dueño siquiera de fijar el precio de su producto […] Aquí se trata de la acción cooperativa, encaminada a procurar, precisamente, mayores beneficios a los productores, emancipándolos de las influencias, de las verdaderas tiranías del capital extranjero.45

			 

			La propuesta de integrar y enviar una comisión a Yucatán para investigar los hechos denunciados fue puesta a votación. Aprobada por una mayoría, sólo cuatro ministros votaron en contra: el presidente y los ministros González, Urdapilleta y Martínez Alomía.46

			Es posible que la percepción sobre las posibilidades presidenciales de Salvador Alvarado, impulsor de las principales medidas impugnadas por los hacendados henequeneros, estuviera presente en el debate del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.47 Pocos meses después, el 24 de julio de 1919, Carlos Castro Morales, sucesor en el gobierno de Yucatán de Salvador Alvarado, abrogó la ley causante de la controversia. De esta manera, cesaba la coasociación legal con los productores henequeneros y se autorizaba a la Comisión Reguladora del Mercado de Henequén a rescindir los contratos de asociación celebrados de acuerdo con el decreto del 11 de noviembre de 1915. Por lo tanto, se restableció el “libre mercado” y los productores quedaron en libertad de comercializar su fibra donde más les conviniese. 48

			 

			Conclusiones

			 

			El proceso de discusión, aprobación y entrada en vigor de la nueva Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos trajo consecuencias profundas para la vida política, económica y social de Yucatán. Si bien los constituyentes de Querétaro dotaron de un piso básico de derechos sociales al país en su conjunto, en el caso yucateco establecieron disposiciones que estaban vigentes desde 1915 en la entidad, como los derechos de los trabajadores consignados en el artículo 123. Los diputados yucatecos protegieron la existencia legal de la Comisión Reguladora del Mercado de Henequén y, de esta manera, consagraron la intervención inicial del Estado en la vida económica de Yucatán, que se había dado en el marco de los profundos cambios que propició el movimiento revolucionario en las distintas regiones de México. La alianza estratégica entre un sector de hacendados yucatecos que habían intentado agruparse para defender sus intereses en el mercado internacional del henequén y el Estado se produjo ante el fracaso que habían registrado al hacer frente a las prácticas monopólicas del eje Montes Molina e International Harvester y a las ventajas políticas con que entonces contaban. La ruptura del Estado oligárquico a la caída de Díaz, abrió una ventana de oportunidad para su causa, una vez que el grupo encabezado por Olegario Molina y Avelino Montes perdió su hegemonía. A esta situación se sumó que destacados personajes vinculados a los hacendados opositores a Molina alcanzaron importantes posiciones nacionales, como fue el caso de José María Pino Suárez en la vicepresidencia de la república, y de Nicolás Cámara Vales en el gobierno de Yucatán. 

			El arribo de Salvador Alvarado en 1915 a Yucatán ocurrió cuando el huertismo había echado atrás las reformas maderistas y los intereses económicos de la alianza Montes-Molina se mantenían vigentes. El diagnóstico del general sinaloense sobre la situación de la Reguladora del Mercado de Henequén fue acertado, en la medida que detectó de inmediato que el escaso efecto económico que había tenido su operación se debía a que la casa Montes Molina mantenía el control económico sobre un numeroso grupo de hacendados henequeneros. La solución de Alvarado fue la adopción de los contratos de exclusividad de entrega de la fibra a la Reguladora, lo cual garantizó que la totalidad de la producción fuera comercializada por la institución oficial. Aunado lo anterior a la extraordinaria bonanza de los precios de las fibras duras, como consecuencia de la Primera Guerra Mundial, hizo posible que Alvarado contara con amplios recursos económicos que empleó en el fomento del desarrollo de Yucatán y de la propia actividad henequenera. Alvarado y los constituyentes yucatecos lograron introducir en el artículo 28 constitucional la excepción de la prohibición de monopolio, haciendo posible la sobrevivencia legal de la Comisión Reguladora del Mercado de Henequén más allá de 1917. 

			Alvarado no pudo permanecer en Yucatán como primer gobernador constitucional. A pesar de sus esfuerzos políticos y legislativos, su salida del gobierno marcó la declinación de su influencia en la entidad. Es posible que, aunque hubiera logrado ser electo en 1917, Alvarado no hubiese podido sortear la crisis que comenzó a perfilarse el mismo año de la conclusión de su encargo. Las primeras acciones que sugirió para enfrentarla fueron reducción de gastos y, eventualmente, de precios del henequén, aumento de la productividad y eficiencia en la comercialización. Estas medidas se confrontaron con las que fueron aplicadas por sus sucesores en un vano intento por contrarrestar la sobreoferta de fibras duras en los mercados internacionales: reducción de la superficie cultivada y en explotación, disminución de los volúmenes de desfibración.

			En tanto, los hacendados henequeneros mantuvieron su aspiración de conformar una institución que protegiera sus intereses mediante una asociación con el Estado, pero conservando el control sobre su organización y operación. En 1918 surgió la figura de la cooperativa de productores, como un agrupamiento entre iguales con el fin específico de ingresar al mercado en condiciones de mayor ventaja. Para tratar de eliminar a la Reguladora que se interponía con sus aspiraciones de “libre mercado”, emplearon una estrategia legal que descansó en las nuevas facultades investigadoras otorgadas a la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el artículo 97 constitucional, y en el cabildeo político para anular la influencia del general Alvarado en Yucatán después de su conclusión como gobernador de la entidad. Sin embargo, el cambio de las condiciones del mercado de fibras duras a raíz del fin de la guerra representó una crisis económica en Yucatán que pronto se transformó en un severo cuestionamiento al modelo que había regido desde 1915. 

			A pesar de las presiones y los cambios políticos vividos entre 1918 y 1924, el Estado llegó para quedarse en la organización de la actividad henequenera. La importancia económica, política y social del henequén hacía imposible dar marcha atrás a la determinación asumida en 1912, cuando se creó esta figura mixta de asociación público-privada. Al mismo tiempo, el gobierno del estado había conformado los instrumentos legales que garantizaban su intervención en el proceso productivo del henequén en su conjunto, como fue la legislación que normaba su cultivo y explotación. Asimismo, la ley confirió al gobernador la facultad de imponer medidas restrictivas a la producción de henequén, lo que a la postre haría descansar la estrategia de estabilización del mercado en la reducción de superficie de siembra y de volúmenes de entrega de penca para la desfibración a través de un complejo sistema de cuotas. 

			La intervención estatal en la producción y comercialización del henequén también marcó una forma de promoción y organización de la economía de Yucatán en su conjunto. Las relaciones entre el gobierno y los empresarios, entre éstos y los trabajadores de las distintas ramas económicas, se establecieron con el referente de las instituciones henequeneras estatales, de su organización, de sus formas y procedimientos. 

			La crisis, que señaló el final de este periodo, fue más allá de su duración temporal. Junto con otros factores, como la evolución del mercado internacional, cambios tecnológicos y legislación agraria, por mencionar los más importantes, marcó el inicio de un lento proceso de declinación de la dinámica que había experimentado la actividad henequenera desde la segunda mitad del siglo xix.

			En cuanto a la Constitución de Yucatán de 1918, su Título Octavo, “Del Bienestar Social”, donde se materializó la visión de Alvarado sobre el desarrollo y el papel del Estado en su consecución, fue reformado íntegramente en julio de 1938, para eliminar o redefinir la mayoría de sus disposiciones, incluso su denominación. Así, ésta fue modificada para quedar enunciada como “De la Función del Estado como Forma de Convivencia”. Diecisiete años antes, el 24 de febrero de 1921, habían sido eliminadas las prohibiciones sobre el comercio de bebidas alcohólicas, la celebración de corridas de toros y peleas de gallos, la instalación de prostíbulos, la realización de toda clase de loterías y rifas, y fue reformado el relativo al juego (art. 88, fracciones I a V).
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La historia de la Constitucién de 1917 no se puede
contar desde la perspectiva de la Ciudad de México
ni siquiera si se embellece esta narrativa con refe-
rencias a la ciudad de Querétaro o a los ejércitos re-
volucionarios. Para entender los debates constitu-
yentes hay que reconocer que se desarrollaban en
relacién estrecha y de codependencia con la politi-
ca particular de los estados y sus preocupaciones
constitucionales. Es necesario preguntar, ;cudles
fueron las continuidades y rupturas entre las cons-
tituciones estatales porfirianas y las nuevas que se
romulgaron después de 1917? ;Qué relacién
existia entre la historia politica constitucional es-
tatal y el proyecto constitucional de 1916? ;Qué
apel desempefiaron los diputados de diferentes
estados en el Constituyente de Querétaro?

Los ensayos reunidos en este volumen aportan a la
istoria de la Constitucién de 1917 mediante el
andlisis del contexto politico regional de su pro-
mulgacién. Se incluyen estudios de la historia po-
itica de diecinueve estados de la repuiblica de reco-
nocidos historiadores mexicanos y extranjeros. Se
espera que sirvan como un primer acercamiento a

as circunstancias histéricas regionales en las que
se inserta la historia de la Constitucién de 1917.

Catherine Andrews es docto-
ra en Historia por la Universi-
dad de St. Andrews, Escocia, y
profesora-investigadora en la
Divisién de Historia del Centro
de Investigacién y Docencia
Econémicas (cide). Entre sus
lineas de investigacién se en-
cuentran la historia del pensa-
miento constitucional y la his-
toria de las ideas politicas en
México. Es autora de Entre la
espada y la constitucion. El general
Anastasio Bustamante
(1780-1853) (México, 2008) y
coautora Del Nuevo Santander a
Tamanlipas. Génesis y construcciin
de un estado periférico en México,
1770-1825 (México, 2012). Su
mds reciente libro es De Cddiz
a Querétaro. La historiografia y
bibliografia del constitucionalismo
mexicano (México, 2017).

& En el marco del centenario de la Constitu-
7 o P . .
:9‘ cién Politica de los Estados Unidos Mexi-

SERIE CONSTITUCION

canos, el Centro de Investigacién y Docen-
cia Econémicas (CIDE), la Secretarfa de Re-

laciones Exteriores (SRE) y el Archivo General de la Nacién (AGN) presentan la
Serie Constitucién, un esfuerzo editorial que retine a destacados historiadores,

juristas y polit6logos quienes analizan la trayectoria del constitucionalismo en

México y América Latina en tres obras: Un siglo de constitucionalismo en América
Latina (1917-2017), La tradicion constitucional en México (1808-1940) y E/

constitucionalismo regional y la Constitucion de 1917.
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